
3.    ANÁLISIS GLOBAL DE UN PERIODO DE LUCHA 

Introducción 

Aunque nuestros análisis han intentado recoger lo sucedido en 
el mundo del trabajo durante los dos últimos meses, es inevitable si 
intentamos explicarnos lo que ha sucedido que retrocedamos un poco 
en el tiempo o quizás un mucho. Resulta difícil intentar explicar lo 
sucedido en estos primeros días del año 1976 sin tener en cuenta 
no sólo la situación de los meses anteriores, sino incluso intentar 
comprender lo sucedido cuando menos durante todo el último año. 

Parece claro que si durante el año pasado la crisis económica no 
ha dejado de presionar en todos los sectores productivos, inevitable-
mente los efectos de esa crisis son determinantes a la hora de inten-
tar explicarse lo que está ocurriendo en el sector laboral, tanto a 
nivel de empresarios como de trabajadores, principales protagonis-
tas de las luchas en este sector. También parece claro que los com-
portamientos de estos grupos y de los grupos secundarios que in-
tervienen en la conflictividad laboral como los sindicatos, la Iglesia, 
los vecinos, etc., vienen matizados y reforzados en algunos casos 
por la experiencia de los años anteriores y de una manera especial 
por lo ocurrido en el último año. 

Si actualmente podemos decir que las asambleas y reuniones de 
los trabajadores han sido uno de los factores más importantes de 
cara a la cohesión en la lucha, a la generalización de los conflictos, 
a la unidad de la clase obrera, no podemos olvidar que las posibili-
dades que ofrecen este tipo de comportamientos obreros no se han 
hecho ahora, sino que se han venido potenciando en un tiempo an-
terior, en el que poco a poco se ha ido comprendiendo la importan-
cia que podían tener y poniéndolas en práctica. 
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Indudablemente hay un hecho de carácter político que de forma 
capital ha incidido en la totalidad de la vida de nuestro país. La 
muerte de Franco ha supuesto, aunque algunos no lo hayan que-
rido y siguen sin quererlo reconocer, un cambio radical de la situa-
ción. La nueva situación política ante la que nos encontramos, aunque 
inmersa y condicionada por lo sucedido a otros niveles, principal-
mente de tipo económico, ha tenido y tiene tal importancia que es a 
partir de ella como nos tenemos que plantear la situación en todos 
los demás niveles de análisis. 

Desde esa perspectiva, el análisis de lo laboral se nos presenta en 
dos posibles perspectivas de estudio, por una parte, intentar com-
prender la incidencia del cambio político en el sector laboral; por 
otra, intentar averiguar hasta qué punto esta incidencia se ha basado 
en una situación anterior y presente, con más o menos agudeza des-
de hace meses. 

Vamos a ver, a través del mundo laboral, cómo se han ido pro-
duciendo los acontecimientos, quiénes han sido los grupos y orga-
nizaciones que han intervenido y cuáles han sido sus comporta-
mientos más pertinentes y el significado que han tenido o que no 
han tenido o que han podido tener. 

Cronología del mes de enero 

Bastantes de los conflictos que han aparecido durante el mes 
no se iniciaron en el mismo, sino que ya venían siendo noticia en me-
ses anteriores, la situación de desempleo, crisis en las empresas, dis-
cusiones de cara a los convenios, congelación de salarios, subida de 
precios, han sido una constante en los meses precedentes. Así tene-
mos el caso de las empresas más grandes del sector del metal en 
Madrid, en las que los paros durante los tres ultimes meses han sido 
continuos. 

En otros casos la conflictividad se mantenía como consecuencia 
de las medidas empresariales de despido o suspensiones de empleo 
y sueldo que han movilizado a amplios núcleos obreros por solida-
ridad con los trabajdores sancionados, como ha ocurrido en el grave 
conflicto planteado por los despidos de Laforsa en Barcelona. 

En un estudio cronológico de los conflictos o por lo menos de los 
puntos álgidos en esos conflictos, por el número de paros o de san-
ciones en las empresas a nivel nacional, nos encontramos con que 
éstos, en el tiempo, no se han producido en las mismas fechas. Po-
demos ver que cuando prácticamente en Madrid la conflictividad 
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había ya concluido, empezó en Barcelona. Días más tarde nos en-
contramos con una conflictividad generalizada en Valladolid. En el 
mes de febrero se da una amplia conflictividad en la provincia de 
Álava, en Asturias y a finales del mes en Galicia. Concretando un 
poco más, podemos decir que los momentos en los que podemos 
hablar de una conflictividad generalizada en Madrid es en la ter-
cera semana del mes de enero, conflictividad que prácticamente 
queda concluida en la semana siguiente. En la cuarta semana de 
ese mismo mes, la que comienza el día 19, el panorama laboral 
casi se convierte en un nombre, Bajo Llobregat, zona en la que 
durante toda la semana el índice de alteraciones es casi total. A me-
diados de la semana siguiente, la conflictividad en esta región cede, 
coincidiendo casi con el inicio de las alteraciones en Valladolid. Du-
rante el mes de febrero el panorama es muy parecido. Evidente-
mente nos estamos refiriendo a los momentos en los que el índice 
de alteraciones en una región son muy elevados, lo que no quiere 
decir, ni mucho menos, que durante el resto del tiempo no haya 
conflictividad. 

A lo que queremos apuntar es que por encima de la conflictividad 
habitual en nuestro país, en estos momentos aparece una conflictivi-
dad muy superior que implica a toda una zona, pero que no parece 
obedecer a un intento de huelga general a nivel nacional, sino más 
bien a un intento de ir extendiendo y generalizando las huelgas pero 
sin superponerlas, sino en forma escalonada. Esto se hace especial-
mente evidente en la rama del metal. 

Como es natural, no ocurre lo mismo en los conflictos en el sec-
tor servicios, que al encuadrar a empresas de ámbito nacional afec-
tan a todas las provincias por las mismas fechas; éste es el caso 
de la Telefónica, de la Renfe y de la Banca. 

Pero curiosamente el hecho antes reseñado vuelve a plantearse 
en relación con algunas ramas determinadas como el conflicto en la 
enseñanza. En Madrid, este conflicto no se inicia hasta la cuarta 
semana, cuando el punto álgido de la conflictividad en la capital y 
en su cinturón industrial ya estaba casi concluido. Parece que hubo 
intentos de que la enseñanza entrara en conflicto antes, pero que se 
retrasó, e incluso, inicialmente, no se incorporó a las huelgas más 
que la enseñanza privada y no la estatal, que casi podríamos decir 
que «esperó» a que terminara el conflicto en la enseñanza privada 
para tomar el relevo. 

Esta cronología de los conflictos indica que no solamente la ge-
neralización de los paros en una zona parecen estar de alguna ma- 
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nera organizados, sino que también lo estaba el momento en el que 
debían de finalizar; más aún, también parece que se intentó y en 
algunos casos se consiguió, que incluso dentro de la misma zona no 
coincidieran todas las ramas. Si esto fuera así, supondría un grado 
de organización de la clase impresionante, factor nuevo a tener en 
cuenta en un desarrollo posterior. Si atendemos ahora a las motiva-
ciones por las que se iniciaron esos paros nos encontramos con que 
la mayoría de ellos, apoyándose en motivaciones salariales o en re-
lación con las negociaciones de cara al convenio, intentaron centrar 
los problemas alrededor de la necesidad de unión y solidaridad de 
la clase obrera, solidaridad frente a las medidas económicas del go-
bierno como la congelación salarial y frente a las medidas de los 
empresarios, sobre todo el despido. Solidaridad no únicamente den-
tro de cada empresa, sino en la rama y en la zona. Esta tónica de 
unidad ha sido propiciada también por los enlaces y las U. T. T. 
que salieron en las últimas elecciones sindicales, de las candida-
turas democráticas que, sobre todo en algunas ramas, han casi co-
pado las representaciones directas de los trabajadores a nivel de 
U. T. T. 

En un momento determinado de los conflictos, estos mismos re-
presentantes y U. T. T. urgen a los trabajadores a que se reincor-
poren al trabajo aduciendo motivaciones diversas pero encaminadas 
a un mismo punto: la reincorporación. Motivaciones como: que era 
el momento propicio, que en esas condiciones de paro generalizados 
las empresas no iban a querer negociar, que la prueba ya estaba he-
cha y había llegado el momento de negociar y de hostigar a las 
empresas con medidas menos incisivas que los paros, —tales como 
el negarse a hacer horas extras o el plegarse al bajo rendimiento—, 
que la clase obrera, o por lo menos buena parte de ella, estaba ya 
cansada y quería volver al trabajo, incluso que se imponía la nece-
sidad de negociar con cada empresa por separado y que esto no su-
ponía insolidaridad con la zona, sino que ésta ya estaba suficiente-
mente demostrada. Buena parte de los trabajadores han quedado 
desconcertados de este cambio en sus dirigentes, de verse movili-
zados por unas motivaciones que luego y sin entender bien el porqué 
eran abandonadas, aunque no habían sido conseguidas. Pero el he-
cho cierto es que los obreros han vuelto al trabajo y si no han con-
seguido muchas de sus reivindicaciones, sí han comprendido por me-
dio de estas masivas movilizaciones que les han permitido reunirse 
en numerosas asambleas, que pueden presentar un frente uni-
tario. Por su parte, a nivel de dirigentes obreros, han demos-
trado no solamente que pueden iniciar unos paros que afectan a zo- 
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ñas muy amplias y a gran número de trabajadores de multitud de 
empresas, sino también que han podido controlar la vuelta al tra-
bajo. 

Si en cierta forma, —y lo que hasta aquí llevamos dicho parece 
apuntar en este sentido—, la unidad de la clase obrera y la capa-
cidad de sus dirigentes de cara a conseguir esta unidad han sido 
suficientemente probadas en estos dos meses, lo que no ha quedado 
claro y bastantes obreros así lo han entendido, es que las motiva-
ciones políticas para iniciar estas movilizaciones masivas, y las que 
se tenían para terminarlas no han sido suficientemente conocidas 
por los trabajadores. 

Análisis de la conductividad general 

En primer lugar hemos de aclarar que estos cuadros que ofre-
cemos, se refieren exclusivamente al mes de enero. 

Tanto el número de conflictos y de empresas afectadas, como el 
número de comportamientos de los distintos grupos y en general to-
dos los datos que ofrecemos y en la medida en la que están tomados 
sobre las informaciones que nos ofrece la prensa. 

Por otra parte, en estos cuadros no nos basamos en aproxima-
ciones globales numéricas de los distintos medios informativos, que 
a veces son tan dispares y que suelen ofrecer cifras poco coinci-
dentes, sino que pacientemente hemos entresacado de las noticias de 
la prensa las citas expresas a comportamientos referidos a empre-
sas concretas o a sectores muy determinados y que, previamente 
clasificados y ordenados, son los que no han servido para hacer los 
cuadros. De ahí que aunque sabemos, ciertamente, que en muchos 
casos los datos reseñados por nosotros son muy inferiores a los 
reales, sí pueden ser tomados como puntos de referencia ciertos y 
mínimamente manipulados. 

Sigue siendo Barcelona, como a lo largo de todo el año anterior, 
la provincia con un índice de conflictividad más elevado, estando 
Madrid en segundo lugar y en tercer lugar, aunque ya a gran dis-
tancia, Valencia. A continuación tenemos Zaragoza, San Sebastián, 
Navarra y Vizcaya. En el país vasco el número de conflictos no es 
grande y esto se debe principalmente al gran número de obreros 
sancionados con despidos y suspensiones. En las provincias levan-
tinas y andaluzas junto a la conflictividad de los trabajadores en 
paro, sobre todo de la construcción, tenemos las producidas por el 
desempleo.  En estas provincias parece que el enfrentamiento con 
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las fuerzas encargadas del orden ha sido bastante violento. En 
una panorámica general de lo sucedido en las diversas regiones es-
pañolas durante los dos meses últimos —enero y febrero— nos en-
contramos: 

La provincia de ÁLAVA nos ha sorprendido con una conflictividad 
que ya había aparecido en el mes de diciembre. El número de em-
presas afectadas inicialmente ha sido por lo menos de 17, en las que 
se han producido distintas anormalidades: paros, cierres, reincorpo-
raciones seguidas de nuevos paros, etc., Los motivos han sido bien 
por la tramitación del convenio o por despidos. Es importante se-
ñalar esta conflictividad por la zona en la que se produce, ya que, 
aunque pertenece al país vasco, no tiene tradición de luchas y, sin 
embargo, ahora aparece con una fuerte y dura conflictividad, que 
dura ya dos meses y no parece tener visos de terminarse. 

A principios del mes de febrero parecía que la normalidad se iba 
imponiendo y las negociaciones se realizaban a nivel de empresas. 
Pero a partir de mediados de mes, la conflictividad se ve relanzada 
por unas jornadas de lucha que enfrentan de forma cada vez más 
violenta a manifestantes y huelguistas con las fuerzas del orden, has-
ta llegar a la sagrienta jornada de marzo, con un saldo impresio-
nante de muertos, heridos y detenidos. En estas jornadas de lucha 
participan de forma progresiva al lado de los huelguistas, los estu-
diantes, y los obreros de otras empresas y los vecinos, cerrándose 
comercios y otros establecimientos. En la última semana, Vitoria 
es una ciudad paralizada que a lo largo de la jornada se ve con-
vertida en campo de batalla. Cuando cerramos la información de 
este libro, existe la impresión de que no se trata de un desenlace, 
sino, quizá, de una nueva etapa que se abre y no sólo en Álava, y 
cuyas consecuencias son difíciles de prever. 

En GUIPÚZCOA, son las ramas del metal y las industrias químicas, 
las más conflictivas. En la primera se inician las alteraciones el 
día 9 y a finales del mes de enero seguían; en la segunda, la fecha 
de iniciación coincide con la mitad del mes. La tónica en esta pro-
vincia es el gran número de sancionados, sólo en Eibar, en la ter-
cera semana de febrero, había sancionados 1.600 trabajadores. 

En Tolosa, y ya en enero, se llegó a un acuerdo directo entre tra-
bajadores y empresarios. 

En VIZCAYA, hay conflictos en la rama del metal, que vienen en 
su mayoría de diciembre y las sanciones son bastantes numerosas. 
Aunque las fuerzas del orden mantienen su vigilancia, sólo tene-
mos constancia de que intervengan en un conflicto, pero, eso sí, de 
manera bastante violenta. 
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Tanto en Vizcaya como en Guipúzcoa los empresarios parecen es-
tar intranquilos ante la coordinación de la lucha obrera que inicia 
paros en empresas con pedidos que servir y no lo hace si hay stocks. 
Las sanciones se han sucedido en un intento de los empresarios de 
imponer la disciplina laboral. 

En NAVARRA, la última semana de enero es muy conflictiva, la 
construcción va al paro total por desacuerdo con el convenio, hay 
paros en las industrias de embutidos, 31 empresas de artes gráficas 
paran en apoyo al convenio provincial, contra el tope salarial y en 
solidaridad con la editorial Salvat que llevaba días cerrada y cuyos 
obreros temen que se lleve el trabajo urgente a otras editoriales. En 
el metal hay encierros y paros. 

A partir del día 11 se producen manifestaciones y reuniones de 
parados por cierre de empresas, que son disueltos y se producen al-
gunas detenciones. El día 29 los trabajadores en paro son 4.018 de 
85 empresas, 181 despedidos y 1.007 suspendidos de empleo y sueldo. 

En Navarra y Álava el Consejo Provincial de Trabajadores trata 
de negociar un convenio general para la provincia a lo que se 
aviene el Consejo Provincial de Empresarios. 

En ASTURIAS, son el metal y la rama extractiva las más movidas. 
En Hunosa, ante las negociaciones del convenio, se suceden las asam-
bleas, los paros y las sanciones empresariales, más de 8.600 trabaja-
dores son suspendidos de empleo y sueldo y se cursan 600 cartas 
de despido. Hay profusión de piquetes y enfrentamientos entre los 
parados y los que no siguen el paro, y las fuerzas del orden apa-
recen en continua vigilancia por la zona y en ocasiones intervienen. 

El boicot a bares, cafeterías y demás comercios aparece a finales 
del mes en una situación conflictiva que continúa agravándose y 
agrandándose, alcanzando a las minas privadas que también paran. 

En la rama del metal es Ensidesa la que aparece como vértice 
del conflicto sobre todo porque su plantilla es muy numerosa —24.883 
trabajadores—. Desde principios del mes de enero empiezan los 
paros motivados porque los obreros de la factoría de Aviles y sus 
jurados quieren equiparar la cuantía de sus salarios a los que perci-
ben los de la factoría de Veriña, mientras que éstos intentan con-
seguir que se les garanticen las primas. La conflictividad crece de tal 
manera que el Alto Horno es apagado. La empresa responde con la 
suspensión de 9.000 trabajadores y expedienta a 19 enlaces. Ante tan 
difícil situación las fuerzas del orden se multiplican en la zona, se 
detiene a 4 enlaces que luego son puestos en libertad, se actúa con-
tra los piquetes y a veces contra los manifestantes. Podemos resumir 
la situación como un hervidero de manifestaciones, asambleas, pi- 
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quetes y reuniones de enlaces, éstos aparecen divididos entre los 
que quieren y piden la reincorporación y los que intentan, pese a los 
largos meses que dura ya el conflicto, continuarlo. 

En esta misma zona hay diversos conflictos motivados por la even-
tualidad en el empleo. 

En febrero el conflicto de Ensidesa llega a su fin, pero continúa 
en las cuencas mineras y en Duro Felgueras de Gijón, donde la pos-
tura firme de la empresa de mantener las sanciones impide la nor-
malidad. 

En Hunosa siguen las sanciones generales y el día 22 de febrero 
es ya la cuarta suspensión de empleo y sueldo, afectando casi a la 
totalidad de la plantilla, mientras en otras minas se vuelve al tra-
bajo. Hunosa aduce que la situación no se debe a ella sino al Go-
bierno. La cuestión es que tras un conflicto que dura ya seis se-
manas y la persistencia por parte de la empresa de no conceder 
nada ni a nivel de salarios, ni de levantamiento de sanciones, la 
situación de los mineros es dramática. 

BARCELONA es la provincia que, como ya hemos dicho, ha ofre-
cido un índice de conflictividad más elevado. 

El Bajo Llobregat ha vuelto a ser una zona en lucha donde la 
solidaridad con dos empresas, Laforsa y Gys, que mantienen con-
flictos y problemas de despidos que venían ya de diciembre, da 
ocasión a una paralización de la zona, tras una convocatoria a la 
huelga hecha por las U. T. T. comarcales. 

Los paros empiezan a adquirir un alcance importante a mediados 
del mes de enero, paros en los que llegan a participar 80.000 trabaja-
dores, según fuentes laborales. Los paros son acompañados de mul-
titud de manifestaciones en las que participan otros sectores ciuda-
danos, asambleas y piquetes. Las fuerzas del orden, que en los pri-
meros momentos permanecen vigilantes, cuando la situación se agu-
diza y aun cuando los manifestantes procuran en todo momento 
guardar el máximo de compostura, intervienen, lo que provoca las 
quejas de los representantes sindicales. Los empresarios buscan una 
postura común de cierre, en caso de que cada empresa lo considere 
oportuno, de no aceptar el levantamiento de sanciones como condi-
ción previa para la reincorporación al trabajo, e intentar la nego-
ciación directa de cada empresa. 

A nivel de enlaces y U. T. T. el apoyo al paro obrero es absoluto. 
Tanto es así que la comisión elegida por los mismos trabajadores 
para negociar con los empresarios está compuesta por los presiden-
tes de las distintas U. T. T. 
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Día a día la conflictividad va aumentando, así como el número 
de sancionados y despedidos y el número de empresas cerradas, que 
según las noticias de la prensa llegan a ser 34, aunque parece 
que más de 80 lo piden. 

El acuerdo global entre la comisión de trabajadores y los em-
presarios no se produce, porque éstos mantienen su postura inicial 
de llevar las negociaciones en cada empresa por separado y mante-
nerse siempre dentro de los términos que la legalidad vigente ofrece. 

El día 30 de enero, cuando en algunas empresas comenzaban los 
trabajadores a incorporarse, la U. T. T. y las CC. OO. lanzan una con-
vocatoria a la huelga que es seguida por media docena de em-
presas. 

En lo que se refiere a la organización Sindical, que en los prime-
ros momentos mantiene una postura aperturista, parece que empie-
za a cerrar sus puertas a los trabajadores y sus representantes, ante 
una huelga que parece tan organizada, coordinada y unida y que 
cuenta con dirigentes que a su vez son representantes sindicales. 

A primeros de febrero la conflictividad en la zona del Bajo Llo-
bregat disminuye y se habla de normalidad, aunque continúan los 
conflictos aislados en algunas empresas. 

En enero ha habido un conflicto en Barcelona que ha alcanzado 
bastante resonancia, ha sido el planteado por los estibadores del 
puerto que, en un número aproximado a 1.800 estibadores, se han 
mantenido en un paro total al romperse las negociaciones entre sus 
representantes y los de la empresa, negociaciones que ya se habían 
iniciado en octubre y en las que se pedía un aumento del salario, 
pero sobre todo una reforma de las condiciones de trabajo. En prin-
cipio los trabajadores hicieron bajo rendimiento y posteriormente 
pasaron al paro total que duró cuatro días. La solución se produce 
el día 21 a través del laudo que concede un aumento salarial de 
800 pesetas y la regulación de las jornadas laborales. En la segunda 
semana del mes de febrero es noticia la conflictividad surgida en 
Badalona en la empresa de autobuses y el día 12, Tarrasa vive una 
huelga generalizada que afecta a 23 escuelas, a 60 empresas del sector 
industrial con 8.000 trabajadores y a 12.000 obreros de la construc-
ción. Mientras, continúan los paros en algunas empresas del metal 
de la zona industrial de Barcelona con su secuela de suspensiones y 
encierros. 

En el sector de la construcción que ya había presentado anorma-
lidades durante el mes de enero, el día 20 de febrero hay un paro 
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de unos 100.000 obreros, apoyando las reivindicaciones obreras de 
cara al convenio, que también cuenta con el apoyo de los repre-
sentantes sindicales, este conflicto tiene fuertes repercusiones en 
las calles de Barcelona. 

También el sector textil, sobre todo en Sabadell y en menor 
medida en Tarrasa, tras un llamamiento a una jornada de lucha, 
se ven paralizadas la mayoría de las empresas del ramo, contando 
igualmente con el apoyo de los representantes sindicales. 

Seat a su vez, vuelve a ser noticia, al no estar los obreros de 
acuerdo con el convenio y el papel, que de cara a las negociaciones, 
presentan sus representantes sindicales. 

Tampoco podemos olvidar la espectacularidad de las acciones 
de bomberos y guardias municipales en el mes de febrero, que tras 
asambleas, encierros, desalojos y manifestaciones son militarizados. 

En TARRAGONA, y a finales del mes de enero, hay unos 9.000 tra-
bajadores de la construcción en paro que piden la revisión del con-
venio a lo que se niegan los empresarios. 

En ZARAGOZA vuelve a aparecer la rama del metal como la más 
conflictiva. La mayoría de los paros se inician hacia el día 10 de 
enero, paros que siguen durante todo el mes y que a finales de fe-
brero daban unas cifras de 1.236 trabajadores suspendidos durante 
cinco días. El 16 están en paro 5.197 trabajadores de 13 empresas, 
después de decidirlo así en una asamblea. El día 20 el pleno de la 
U. T. T. declara conflicto colectivo a nivel provincial. El día ante-
rior se lanza una convocatoria a huelga general que no parece tener 
eco inmediato pero que va extendiéndose a la construcción y a la 
rama textil donde estaban rotas las negociaciones. El 23 están sus-
pendidos 31.000 trabajadores del metal y varios son los despedidos. 
Por su parte la Caf a finales de enero sanciona a 1.236 obreros. 

En febrero la construcción sigue en conflicto pero tras acuerdos 
con los empresarios se va volviendo a la normalidad. La rama del 
metal sigue en paro. 

En VALENCIA es la rama de la construcción la que plantea una 
conflictividad mayor que comienza a primeros de enero y se re-
crudece a mediados del mes, aunque no dejan de estar presentes la 
rama del metal y la textil, que durante todo el mes vive algún con-
flicto en alguna fábrica. 

El paro en la construcción llega a afectar a 30.000 trabajadores, 
llegándose al paro casi total de la rama. Tanto el Partido del Tra-
bajo como la Liga Comunista habían lanzado una convoctoria a la 
huelga general. 
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Desde el día 13 de enero y en el metal, comienzan los paros y ma-
nifestaciones, así como las intervenciones de las fuerzas del orden 
y algunas detenciones. El delegado sindical insiste en la necesidad 
de mantener la legalidad, pero el 26 la huelga está ya generalizada 
y es declarada ilegal por la Organización Sindical. Al día siguiente 
hay 10.000 trabajadores de 140 empresas en paro y se producen va-
rias detenciones, entre otras la del presidente de la U. T. T. del me-
tal de Aborejas, y 12 empresas sancionan con suspensión de empleo 
y sueldo a sus trabajadores. Al mismo tiempo se recrudece el paro 
en la construcción y en ambas ramas aparecen los piquetes. Cons-
trucción y metal participan conjuntamente en asambleas y manifes-
taciones y se producen duros enfrentamientos con las fuerzas del 
orden. A principios de febrero los paros en el metal continúan, pero 
terminan solucionándose, mientras en la construcción se ha llegado 
a un acuerdo. La rama textil sigue en paro y continúan las altera-
ciones ciudadanas con manifestaciones seguidas de intervenciones de 
las fuerzas del orden y detenciones. 

En CASTELLÓN comienzan los paros en la construcción a partir 
de la llegada de piquetes desde Valencia en el mes de enero, poco 
a poco se va afirmando la conflictividad. La Organización Sindi-
cal denuncia la presencia de piquetes y de entre sus componentes 
son detenidos 11 trabajadores. 

En ALICANTE a mediados del mes de enero se produce un conflicto 
en la rama del calzado que salta a la calle en manifestaciones y en-
cierrros. En el mes de febrero se inician los paros en 16 empresas 
de alfombras con más de 1.000 obreros en paro. 

En SEVILLA vuelve a ser el metal y la construcción los principa-
les ramas implicadas, reclamando al igual que en otras provincias, 
un sindicato independiente y un no a la congelación salarial. Hacia 
el día 24 hay diversas manifestaciones. El número de obreros de la 
construcción en paro se calcula en unos 24.100, los piquetes actúan 
y un sacerdote es detenido. A finales del mes de enero la situación 
no mejora y 32 trabajadores que al parecer formaban parte de pi-
quetes son detenidos. La U. T. T. niega que haya alentado el paro. 

En el mes de febrero persiste el paro en la construcción y hay una 
fuerte reacción empresarial, a mediados de mes hay más de 1.000 
despedidos en esta rama como también en algunas empresas del 
metal y de cerámica. 

Como otras provincias, en estas fechas, Sevilla, se ve paralizada 
por la huelga de conductores y cobradores y personal de talleres de 
la empresa municipal de transportes urbanos. 
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En CACERES la conflictividad aparece polarizada en las obras que 
en aquella provincia se llevan a cabo para la construcción de la cen-
tral nuclear de Almaraz, donde se llega a suspender de empleo y 
sueldo a 1.600 trabajadores. 

En GUADALAJARA y en el mes de enero el sector de la construcción 
conoce un paro total, pero tras un acuerdo entre empresarios y 
obreros, acuerdo que no suscriben dos grandes empresas, parecía 
que el problema estaba resuelto. Sin embargo esta normalidad está 
siendo puesta en cuestión ya que los empresarios no parecen dispues-
tos a mantener lo pactado. 

VALLADO LID vuelve a estar presente entre las provincias en con-
flicto y otra vez aparece Fasa como el principal polo de atracción, 
que, ante las alteraciones obreras, vuelve a ser cerrada. A partir 
del día 10 y ante el descontento creado por la tramitación del pró-
ximo convenio, comienzan las manifestasiones y los paros que se 
agudizan ante la postura intransigente de los empresarios en el 
tema de los despidos. 

En la construcción y al no aceptar las empresas el aumento del 
25 por 100, 6.000 trabajadores van al paro el día 20 y su número 
va aumentando día a día y pronto ese ponen en 9.000. Los empre-
sarios consideran los paros como una coacción inadmisible ante la 
que no se puede negociar e imponen a los representantes de los 
trabajadores la vuelta al trabajo de éstos, como condición previa 
a las negociaciones. El día 28 se encierran en Sindicatos 100 del 
pleno de la U. T. T. 

En febrero Fasa Renault vuelve a cerrar el último día del mes, 
ante el paro de los obreros tras la reapertura y aunque posterior-
mente hay otro intento de reapertura, no se llega a la normalidad 
por la respuesta firme de los trabajadores de mantenerse en paro, 
paro que afecta a 12.000 obreros. En ese mes la construcción vuelve 
a ser conflictiva al no cumplir la patronal lo pactado. 

En las PROVINCIAS CANARIAS la conflictividad mayor se produce 
en el sector del transporte urbano de viajeros. 

En esta panorámica no hemos abarcado la conflictividad de Ma-
drid ya que es objeto de la segunda parte de este trabajo. 

Como nota final a este recorrido por las provincias recogemos 
la noticia ofrecida por fuentes sindicales según la cual, el 27 de 
febrero había 2.377 empresas de 20 provincias en huelga, que afec-
taban a 231.027 trabajadores, lo que significa el 4 por 100 de la 
población laboral, siendo la provincia más conflictiva Barcelona y 
la menos conflictiva Santander. 
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Análisis por sectores y ramas 

A nivel general, son el metal y la construcción las ramas que 
ocupan los primeros puestos en la conflictividad, en la mayoría 
de las provincias. 

El hecho de que en la construcción el número de conflictos que 
aparecen en nuestros cuadros sea bajo se debe a que, en las infor-
maciones de la Prensa, difícilmente aparecen especificadas las em-
presas afectadas y nosotros es únicamente sobre datos de empresas 
concretas como nacemos los cuadros, esta falta de información de 
los medios de Prensa, se explica porque las empresas de construc-
ción son muchas y en su mayoría con muy poco personal de plan-
tilla, lo que hace muy difícil el especificarlas. En otros casos los 
obreros pertenecen a una misma empresa que realiza obras en mul-
titud de lugares. 

El sector servicios ha tenido una presencia muy importante en 
la conflictividad y con incidencia en casi todas las provincias. Los 
conflictos han afectado principalmente a la Banca, a la Enseñanza 
y a la rama de Transportes y Comunicaciones. 

En el año pasado ya asistimos a conflictos en el sector servicios, 
como la Banca, la Enseñanza y la Sanidad, pero en muy escasa me-
dida se produjeron conflictos abiertos y, desde luego, nunca con la 
importancia que ahora han tenido, en empresas nacionales concesio-
narias de Servicios Públicos. 

Estos conflictos marcan un cierto desplazamiento de la lucha del 
sector productivo hacia el sector servicios, que va adquiriendo cada 
vez más importancia y encuadrando a mayor número de personas 
como consecuencia inevitable del desarrollo capitalista. Los conflic-
tos de este sector, de cara a la incidencia en la vida ciudadana, son 
mucho más efectivos y pueden llegar a poner en vilo la vida no ya 
de una zona o una provincia, sino de la totalidad del país, de ahí 
que el Gobierno no pueda esperar pacientemente a que se resuelvan 
sin su intervención directa. 

El análisis por ramas de actividad creemos que queda suficien-
temente claro a lo largo de todo el libro, de ahí que ahora para 
evitar reiteraciones nos limitemos a señalar los carnets reivindica-
tivos de las ramas más importantes, las personas a las que estos 
conflictos han afectado en la medida en la que nos ha sido posible 
saberlo y en lo posible señalar cómo se han concluido y lo que se 
ha conseguido. 

Hay peticiones como que el I. R. T. P. vaya a cargo de la em-
presa, que se abone  el 100 por 100 en caso de jubilación, enferme- 
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dad o accidente, que se llegue a las cuarenta horas de trabajo a la 
semana, que las vacaciones duren treinta días, que se consigan ayudas 
de escolaridad, etc., que son comunes a casi todos los conflictos y 
que no vamos a repetir, así como las peticiones de amnistía, sin-
dicato libre, libertades democráticas y levantamiento de sanciones. 

SECTOR  INDUSTRIAL 

Metal 

En Madrid las empresas afectadas han sido cuando menos 63 y 
el número de trabajadores 180.000, en Barcelona 164 empresas y 80.000 
obreros, en Valencia 5 empresas y 10.000 trabajadores, en Álava 17 
empresas y 20.000 trabajadores, en Vizcaya 10 empresas, en Astu-
rias 8 empresas y 11.500 trabajadores, también ha habido conflictos 
en Guipúzcoa, Baleares, Almería, Alicante, Albacete, Logroño, Málaga, 
Murcia, Valladolid con 2 empresas y 10.450 trabajadores, en Las Pal-
mas, en Pontevedra, en Jaén, en Zaragoza con 15 empresas y 5.197 
trabajadores, en Tarragona, en Toledo, en Sevilla, en La Coruña, en 
Santander, en Salamanca y en Navarra con 9 empresas y 4.918 tra-
bajadores. También en Badajoz, León, Huelva, Granada, Córdoba, 
Cádiz y Burgos. 

Normalmente las tramitaciones, las negociaciones y los conflictos 
han ido a través de las U. T. T. y los representantes directos de 
los trabajadores. 

Las peticiones de aumentos salariales han oscilado entre las 8.000 
y las 3.000 pesetas. Parece que en bastantes casos se ha conseguido 
romper el tope salarial, aunque lo concedido siempre ha sido inferior 
a lo que se pedía. En los casos, como el de Standard, en los que se 
ha acudido al laudo, los trabajadores han conseguido menos de lo 
que las empresas en las conversaciones les habían ofrecido. 

Construcción 

En Madrid los paros afectaron a 120.000 trabajadores, en Barce-
lona a 100.000, en Valencia a 80.000, en Tarragona a 9.000, en Valla-
dolid a 8.000, también ha habido conflictos en Zaragoza, Castellón, 
Córdoba, Guadalajara, Asturias, Huelva y Cáceres. 

En Madrid los trabajadores pidieron que el salario del peón fuera 
de 850 pesetas diarias como mínimo, es decir unas 25.000 pesetas. 
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A lo largo de las negociaciones las grandes empresas llegaron a ofre-
cer 21.000, pero el conflicto continuó y ante la presión de las em-
presas medianas y pequeñas que dijeron no poder ofrecer esa cifra, 
en el momento de llegar al acuerdo éste se firma sobre la base 
de 17.500 pesetas de salario mínimo para el peón, con el que se 
rompe la congelación salarial. En Barcelona se han conseguido 19.000 
pesetas peón. 

Industrias Químicas 

Ha habido paros en esta rama en Barcelona, en Alicante, en Va-
lladolid, en Madrid, en Santander, en Guipúzcoa y en Huelva. Los 
aumentos pedidos alcanzan cifras más elevadas porque el abanico 
de salarios es en esta rama muy amplio, se pidieron aumentos 
de 8.000 pesetas. Es interesante reseñar que en algunos casos las 
empresas han ofrecido unos aumentos distintos para los hombres 
que para las mujeres, siendo éstas el personal más numeroso y que 
ocupa los puestos más bajos. Se han conseguido aumentos de 2.900 
a 3.600 para los hombres y de 800 a 1.900 para el personal femenino. 

Extractivas 

La conflictividad en esta rama se centra en Asturias y principal-
mente en Hunosa. Han llegado a parar cuando menos 20.000 traba-
jadores. 

En Hunosa han pedido 3.000 pesetas de aumento y la prima que 
no se les había incluido en el salario del mes anterior, también han 
pedido la dimisión del presidente de la empresa. 

Artes Gráficas 

En Madrid llegaron a parar 6.000 trabajadores, también hubo pa-
ros en Las Palmas y Tenerife. 

El aumento pedido era de 5.000 pesetas, con lo que el salario 
mínimo se ponía en 18.000. Las negociaciones se han llevado direc-
tamente entre los empresarios y los trabajadores y en algunos casos 
como en Selecciones se ha conseguido el aumento pedido a cuenta 
del convenio. En Madrid en las conversaciones ha participado direc- 
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tamente la comisión de los 50, que fue nombrada en una asamblea 
de la rama. 

SECTOR SERVICIOS 

Banca y Seguros 

El conflicto de la Banca ha afectado a toda España, en Madrid 
donde la mayoría de los Bancos tienen centrales, llegaron a parar 
en 43 de ellas afectando a 15.000 trabajadores, en Barcelona se 
calcula que pararon 8.300. 

Pedían 3.000 pesetas de aumento, reducción de la jornada de los 
sábados o liberación rotativa de los mismos. Económicamente no se 
ha conseguido nada. En las tramitaciones han intervenido la Comi-
sión Gestora de la Banca Nacional y la Comisión Gestora de Madrid. 

Seguros pedía una paga de 15.000 pesetas y en Madrid, único lu-
gar donde esta rama ha tenido paros, llegaron a hacerlo en 46 em-
presas. Según parece no ha habido ninguna coordinación entre las 
acciones de la Banca y los Seguros. 

Transportes y Comunicaciones 

En Transportes tenemos en primer lugar el conflicto del Metro 
de Madrid que ha afectado a 4.500 trabajadores. Se pedía que se 
incluyera un plus de 6.857 pesetas en cada una de las cuatro pagas 
extraordinarias. Ante el riesgo de la militarización y la medida gu-
bernativa de poner las líneas en servicio con personal militar, se 
volvió al trabajo y se ha ido al laudo. 

En la Renfe el conflicto ha llegado cuando menos a -afectar 
a 12.000 trabajadores en toda España, en Madrid a unos 8.000. 
Se pedía un aumento de 6.000 pesetas sobre el salario actual para 
todas las categorías, con un salario mínimo garantizado de 22.000 
pesetas al mes revisable cada seis meses. Como consecuencia de los 
paros el personal fue militarizado. 

La empresa Coches-Camas ha conocido un paro total de sus 2.500 
trabajadores cuyos cuatro puntos reivindicativos eran un aumento 
de 5.000 pesetas lineales a cuenta del convenio, levantamiento de 
todos los expedientes y sanciones, una cama para el personal de tre-
nes en provincias y actualización de las pagas extraordinarias. La 
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empresa ha concedido todo menos el primer punto que lo rebaja 
a 3.000 pesetas, y sobre esta base se ha llegado al acuerdo. 

También se han dado conflictos en los transportes urbanos en 
Badalona, en las Islas Canarias y en Sevilla, entre los estibadores 
del puerto de Barcelona. Ya en el mes de febrero y a nivel nacional 
y con una gran profusión de comportamientos conflictivos en los 
transportes de mercancías por carretera. 

En la rama de Comunicaciones nos encontramos con el conflicto 
de Correos, en el que han participado 4.000 carteros de Madrid que 
reclamaban 6.000 pesetas de aumento sobre el actual sueldo base, 
incremento de los salarios cada seis meses de acuerdo con la subida 
real del coste de la vida. También fueron militarizados, y los com-
ponentes del llamado Comité de los Ocho, detenidos. 

Los trabajadores de la Telefónica, conflicto que ha llegado a todo 
el país con paros de 80.000 trabajadores, pedían 6.000 pesetas de 
aumento hasta la firma del convenio y han conseguido 4.000. Este 
conflicto se trata en otro apartado de este mismo libro. 

Los funcionarios 

Ya a finales del mes de enero encontramos paros entre este 
personal que hasta ahora casi se había limitado a protestar en 
cartas y escritos. Ha habido paros entre los funcionarios del Minis-
terio de Obras Públicas de la Jefatura de Carreteras. Se ha formado 
una Comisión Interministerial de los Cuerpos Subalternos Auxiliares 
y Administrativos que entre otras cosas piden la modificación del 
régimen disciplinario actual, unificación de las retribuciones y un 
aumento lineal de 6.000 pesetas, también mencionan los problemas 
que afectan a la seguridad en el empleo de ciertos grupos de traba-
jadores contratados por la Administración. 

No podemos dejar de mencionar las acciones de los barrenderos 
de Madrid que durante unos días realizaron su trabajo a ritmo 
lento y las de los bomberos y guardias municipales de Barcelona 
que han llevado a cabo asambleas, paros y manifestaciones que han 
desembocado en su militarización. También en Vizcaya los bomberos 
trabajaron a ritmo lento. 

En el Consejo Superior de Investigaciones Científicas también 
ha habido paros en apoyo de sus reivindicaciones laborales en las 
que se pedía un aumento de 10.000 pesetas lineales, renovación de 
todos los contratos que expiran, en tanto se convocan las plazas 
necesarias para la inclusión en plantilla de este personal, elaboración 
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de una normativa de clasificación y la dimisión de los tres secreta-
rios generales de los organismos que constituyen el Consejo, por no 
haber sabido dar soluciones a los problemas planteados. 

Enseñanza 

La Universidad aparece bastante tranquila a nivel estudiantil. 
Destaca la Facultad de Ciencias de la Información de Madrid, 
que se ha llevado la palma en asambleas, peticiones de dimisión, 
sentadas, protestas por su plan de estudios y disolución de la Junta 
Interministerial. Los paros en este centro han sido constantes, con-
siguiéndose finalmente uno de sus objetivos, la dimisión del Decano, 
aunque persisten los problemas de fondo. En otras facultades la 
actividad se ha reducido a intervenciones y conferencias unas veces 
prohibidas y otras autorizadas, seguidas en algunos casos por desalo-
jos de la Policía. Ha habido también asambleas con peticiones de 
amnistía, vuelta a sus puestos de profesores y alumnos represalia-
dos, elección de las autoridades académicas y auténtica participación 
estudiantil. En Málaga se producen paros en la Universidad en soli-
daridad con un profesor marroquí expulsado de dicha Universidad. 
También se han producido paros en la Escuela Superior de Arte 
Dramático de Madrid. 

La enseñanza media aparece más movida sobre todo en Barcelona 
en el Instituto de Cornelia, en la Escuela del Trabajo y en el Ins-
tituto Mils y Fontanals, en éste último a causa de las medidas disci-
plinarias que el director adopta y que lleva al paro a la mayoría 
de los Institutos de la ciudad. 

Entre los P. N. N. de Universidad, los paros, asambleas y encie-
rros son numerosos durante el mes de enero en Baleares, Córdoba, 
Jaén, Santiago de Compostela, Málaga, Murcia, Sevilla, Zaragoza y 
Madrid, motivados por sus viejos y comunes problemas: atrasos sa-
lariales, irregularidades en los contratos laborales, además se solida-
rizan con las peticiones universitarias en general. 

Mención aparte merecen los problemas planteados por el con-
flicto en la enseñanza primaria. Se centra principalmente a nivel 
de E. G. B. y en Madrid, con una huelga desde el 22 de enero 
hasta el 5 de febrero y un total de 4.200 profesores y 300 centros 
afectados. Se pide un aumento de 8.000 pesetas. Las negociaciones 
se llevan a cabo por comisiones elegidas en asambleas, a las que 
luego se suman con más o menos presión los representantes sindi- 
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cales, lográndose promesas, un aumento de 4.000 pesetas y reducir 
el número de represaliados. 

En Sevilla la enseñanza privada registra también anormalidades 
laborales que afectan a 40.000 alumnos. 

En la enseñanza estatal hay que esperar al mes de febrero para 
que el conflicto se generalice. Adquiere especial importancia en 
Galicia, donde a últimos de enero se produce en Orense el paro 
del 60 por 100 del profesorado de E. G. B. estatal y que afecta a 16 
grupos escolares. En Pontevedra la casi totalidad de los profesores 
estatales, 2.700 de los 130 colegios de la provincia se mantienen en 
paro, que afecta a unos 70.000 escolares y tiene lugar una manifes-
tación de 3.000 maestros. La movilización en ambas provincias es 
debida al decreto de regulación de plantillas en colegios nacionales. 

Sanidad 

Aquí nos encontramos durante el mes de enero con una conflic-
tividad mayor de la que se había desarrollado hasta ahora, con paros 
en Barcelona, en La Coruña, en León, en Alicante, en Valencia, en 
Oviedo y en Alicante. 

Donde el conflicto se agudiza sobre todo es en Madrid y en sus 
centros sanitarios más importantes. 

La plataforma reivindicativa básica y común a distintos centros 
y provincias incluye un aumento lineal que oscila entre las 5.000 pe-
setas pedidas por algunos enlaces, 7.000 la más generalizada y las 
10.000 solicitadas como reivindicación de sector. 

Las negociaciones con el I. N. P. y la dirección de los centros, 
son llevadas a través de comisiones representativas que no coinciden 
con los representantes legales, éstos intentan marginarlas. 

El conflicto, con abundantes intervenciones de la Policía, se cen-
tra en «La Paz» durante la primera semana de enero, y en la Resi-
dencia «Uno de Octubre» durante la última. Termina con un aumento 
salarial, que si no alcanza la cifra solicitada, logra romper el tope 
salarial y que las sanciones sean levantadas. 

SECTOR AGRARIO 

Los problemas en este sector vienen de lejos y normalmente en-
cajan más en la problemática del desempleo que en una lucha activa 
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como la que plantean los sectores industriales y de servicios. En el 
mes de enero ha habido reunión de los representantes de los traba-
jadores del campo de Andalucía, Galicia, Navarra, Aragón, Valencia, 
Cataluña y de las dos Castillas, en la que estuvieron representados 
tanto los obreros como los pequeños propietarios y técnicos, quie-
nes han pedido entre otras cosas libertades democráticas y derecho 
a la autodeterminación de los diferentes pueblos del Estado español, 
amnistía general, sindicato libre e independiente, elecciones de todos 
los cargos por sufragio universal y plena representatividad en todos 
los niveles, ya que «el ejercicio de estos derechos es el medio indis-
pensable para iniciar el camino de la solución de los problemas del 
campo a través de una profunda reforma agraria». 

En este sector ha habido un conflicto bastante espectacular, nos 
referimos al conflicto que ha tenido lugar en Zaragoza motivado por 
el precio del maíz y que llevó a una manifestación numerosa de 
trabajadores del campo con sus tractores en un intento de forzar 
al F. O. R. P. A. a tomar medidas. 

En varias provincias ha habido manifestaciones de obreros del 
campo, sobre todo en la región andaluza y a veces conjuntamente 
con trabajadores de otros sectores, predominantemente de la cons-
trucción. Como ejemplo citamos la manifestación que en Córdoba 
hicieron los trabajadores del campo y que fue bastante duramente 
controlada, en la que reclamaban 700 pesetas diarias de salario 
mínimo, petición que han conseguido. 

EL PROBLEMA DE DESEMPLEO 

En unos momentos de tanta conflictividad obrera, de paros, y 
bajo rendimiento, en los centros de trabajo, de asambleas y encie-
rros en las fábricas y en las iglesias, de concentraciones y manifes-
taciones y tensiones a todos los niveles en el mundo laboral, el 
problema de los parados por desempleo aparece un poco en sordina 
y al margen. Sin embargo la crisis económica con su secuela de 
expedientes y quiebras sigue su curso, y día a día aumenta el nú-
mero de los que no encuentran trabajo, de los que tienen que 
conformarse con el subsidio de paro y de los que ni siquiera cuentan 
con este subsidio, y que unidos en manifestaciones y marchas recla-
man un puesto de trabajo al que tienen derecho y que tantas veces 
se les ha prometido. 

Durante el mes de enero como ya era habitual en meses ante-
riores, han tenido  lugar en distintas provincias españolas diversas 
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manifestaciones de parados unas veces ordenadamente y otras veces 
con enfrentamientos con las fuerzas del orden que en algunos casos 
han sido bastante violentas. 

Nada menos que 16 provincias españolas han presenciado accio-
nes de este tipo y que preferentemente han afectado al sector agrícola 
y a las ramas de la construcción y el metal. 

En la región andaluza los parados de la construcción y los pa-
rados del campo han unido sus fuerzas para que sus voces suenen 
más fuertes, ante unas medidas de la Administración precedidas de 
buenas palabras, pero lentas en aplicar las reformas que vayan 
solucionando el problema. 

Hacia el día 7 de enero se sitúa la fecha en que los parados del 
sector agrícola y en petición de una reforma agraria, empiezan a 
moverse. En Lebrija (Sevilla) hay encierros, manifestaciones, de-
tenciones y la tensión sube de tal modo que las fuerzas del orden 
rodean el pueblo. Jaén, León y Cádiz también entran en este movi-
miento reivindicativo en el que parece que lo único que se vuelven 
a conseguir son las buenas promesas de los alcaldes y de los dele-
gados sindicales. 

Los parados de la construcción, rama que normalmente suele 
recoger el exceso de la mano de obra agrícola, tiene sus propios 
problemas de mercado de trabajo y difícilmente puede cumplir su 
función de ser el punto en el que los trabajadores del campo se 
incorporen al sector industrial, porque, además el exceso de mano 
de obra de los demás sectores industriales también acude a la 
construcción. 

Los problemas en la construcción son debidos a los propios em-
presarios que no terminan de ver claras las perspectivas económicas 
y no se deciden a invertir, a la Administración que mantiene una 
política restrictiva de cara a la inversión y que debe grandes canti-
dades de dinero a las empresas privadas, motivo por el que según 
éstas no pueden iniciar nuevas obras, también a la Organización 
Sindical de la que, aun soliendo prestar sus locales para reuniones y 
asambleas de parados, no terminan de conseguir un subsidio para 
todos ellos y en último lugar al propio sector obrero de la construc-
ción que cada día ve incrementadas sus filas y hace difícil que todos 
ellos encuentren un puesto de trabajo. 

Barcelona, Baleares, Almería, Málaga, Salamanca, Sevilla, Valla-
dolid y Zaragoza han aparecido durante este mes —enero 1976— co-
mo las provincias más afectadas por estos problemas, y entre ellas 
Barcelona, Baleares, Málaga y Sevilla han sido las zonas donde parece 
que las alteraciones han sido más importantes y donde consecuen- 
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temente las fuerzas del orden han intervenido con mayor fuerza, 
dando lugar en ocasiones a algunas detenciones. 

Las peticiones de los trabajadores en desempleo suelen ser varias, 
en ocasiones no se limitan a reivindicaciones laborales sino que in-
cluyen la petición de amnistía, y de libertades democráticas; y en 
algunos casos si las acciones han tenido como consecuencia deten-
ciones, como ocurrió en Lebrija donde fueron detenidos siete tra-
bajadores, reclaman su libertad. 

A nivel exclusivamente laboral se suele insistir en la necesidad 
de que el seguro de desempleo alcance a todos los desempleados y 
que se prorroguen los plazos de dicha prestación, que el paso de 
fijos a eventuales se haga en quince días, que se controlen las 
oficinas de empleo y se fuerce a las empresas a utilizarlas, que se 
cree un fondo o caja de resistencia, que se reduzcan las horas extras 
y demás medidas encaminadas a aumentar los puestos de trabajo 
y proteger el exceso de mano de obra, y sobre todo que se empren-
dan obras sociales y que se programen por los municipios y alcal-
días obras en el sector público. 

En algunos de estos conflictos aparecen representantes de las 
U. T. T. locales en apoyo de los trabajadores que a veces han sido 
detenidos como en Sevilla, otras veces las U. T. T. o los delegados 
sindicales les han impedido reunirse en los locales sindicales e in-
cluso han llamado a las fuerzas del orden para que los desalojen 
como ha ocurrido en Baleares, donde se han producido enfrenta-
mientos entre el gobernador civil y las autoridades eclesiales, pro-
duciéndose el cese de aquél, también ha intervenido directamente 
el ministro de Relaciones Sindicales que ha cesado al delegado de 
Sindicatos de aquella localidad. Lo ocurrido en Baleares nos de-
muestra hasta qué punto el problema del desempleo es ya un grave 
problema al que hay que buscar una solución rápida. 

Según nuestras noticias sólo en Barcelona se han nombrado 
comisiones de parados tanto en el sector del metal como en el de 
la construcción, y en Málaga se han creado comisiones en barriadas 
para estudiar sus problemas. 

ANÁLISIS DE COMPORTAMIENTOS  

Comportamiento  empresarial 

Los empresarios lógicamente son el grupo más sensible a la situa-
ción económica porque ellos son los que tienen los elementos nece- 
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sarios para analizarla, situación que actualmente y ya desde hace 
meses no parece demasiado brillante. 

Difícilmente un empresario que durante unos años ha conseguido 
unos buenos beneficios, aunque éstos hayan sido realmente extraor-
dinarios, se resigna a que, llegado el momento de crisis en la em-
presa o de crisis generalizada en el país, esos índices de beneficios 
disminuyan. Mientras le es posible los mantiene aunque eso suponga 
descapitalizar la empresa o hipotecarla con créditos pedidos a los 
bancos, lo que seguramente nos explica la multitud de expedientes 
de crisis y de quiebras a las que estamos asistiendo últimamente y 
que no pueden explicarse únicamente en términos de crisis econó-
mica global. 

En los momentos de buenas perspectivas económicas, normal-
mente los empresarios están mucho más dispuestos a resolver los 
problemas que se plantean directamente con sus trabajadores, de 
hecho así ha estado ocurriendo en las zonas más prósperas de núes 
tro país durante años y hasta hace muy poco, en esos momentos 
y con todas las reservas que siempre están presentes y actuantes, 
los empresarios estaban dispuestos, de una manera no expresa pero 
sí tácita, a un pacto con la clase trabajadora, aunque eso suponga 
pasar por encima de las disposiciones del Gobierno o de la media-
ción de los sindicatos. 

Por el contrario ante una situación de crisis económica, los em-
presarios están mucho menos dispuestos a entenderse directamente 
con los trabajadores o a llegar a algún tipo de acuerdo con ellos 
y tienden a acudir a los cauces legales porque éstos normalmente 
les protegen con unas medidas desconectadas de la realidad e inca-
paces de asumir la movilidad y los cambios que se producen en el 
sector productivo. 

Pero, aun en este último caso; si los empresarios llegan a com-
prender que la única manera de salir de una situación de crisis 
económica es contando con el apoyo de la clase trabajadora, esta-
rían muy dispuestos a tratar con ella. 

En el período que estudiamos nos encontramos por una parte 
con esa fuerte crisis de la que hablamos, por otra con unas me-
didas del Gobierno en política económica y finalmente con una clase 
trabajadora que ha demostrado su unidad y su capacidad de lucha. 
Estos y otros factores son los que han estado indudablemente pre-
sentes en la mente de los empresarios y los que les han inclinado 
hacia ciertas pautas de comportamiento que son las que convendría 
analizar. 
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Declaraciones del presidente del Consejo General de Empresarios 

En estas declaraciones hechas ante el Pleno del Consejo Nacio-
nal de Empresarios que presidió el 27 de enero de este año, aparecen 
una serie de puntos que merecen atención. 

«El empresario tropieza cada día con una mayor reducción de su 
campo de iniciativa y decisión individual ante las injerencias de la 
Administración y las presiones de los trabajadores organizados y 
solidarios.» 

Estas palabras inmediatamente nos remiten a dos cuestiones que 
trataremos por separado, una que se refiere a la Administración y 
otra a la organización de la clase obrera. 

Según ha declarado el mismo Conde de Bandrés, hay un creciente 
malestar entre los empresarios, ante la imagen que de ellos se 
presenta a la opinión pública. Se presenta al empresario como el 
hombre malo culpable de la inflación, enemigo de los trabajadores, 
defraudador de impuestos, etc. Según parece, y así lo han mani-
festado en diversas ocasiones los empresarios, hay una serie de 
cuestiones que impiden dar una respuesta satisfactoria a los traba-
jadores en sus reivindicaciones económicas y salariales que no de-
penden de la actuación de los empresarios ni de su buena voluntad, 
en concreto la cuestión de las deudas que la Administración tiene 
con las empresas privadas, sobre todo en la rama de la construc-
ción, y por otra parte las cotizaciones a la Seguridad Social que im-
piden de una manera evidente la posible subida de los salarios. 

Ambos aspectos son absolutamente ciertos y no se pueden des-
conocer, pero también es cierto que esas deudas afectan mucho 
menos a las empresas grandes que a las medianas o pequeñas que 
normalmente se ven mucho menos favorecidas, y menos apoyadas 
por los bancos que protegen a las empresas grandes y si éstas, como 
ha ocurrido en otras ocasiones, tienen suficiente aguante, terminan 
siempre por cobrar, no sólo lo que se les debía sino también los 
intereses que se hayan ido acumulando. Por otra parte hay diversos 
sistemas para saltar por encima de los topes salariales y las empresas 
los conocen bien porque en multitud de ocasiones más propicias 
económicamente los han empleado, como son las primas por diversas 
concesiones, los sobres, etc., en los que no repercute la cotización 
a la Seguridad Social. Además es un hecho, ilegal, pero un hecho, 
que algunos empresarios no cotizan a la Seguridad Social por la 
totalidad de sus plantillas sino por algunos de los obreros. 

De alguna manera entre los empresarios y a través de sus Unio-
nes se han planteado una crítica velada,  pero real de la actuación 
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de la Administración, basada en que por una parte, sobre todo en la 
construcción, ven «condicionada y limitada su capacidad negocia-
dora como clientes de la Administración», y por otra en que los 
empresarios siguen «defendiendo el principio de libertad e iniciativa 
privada y subsiguiente fomento de la libre empresa en una econo-
mía de mercado, con todo el contenido implícito de creatividad y 
responsabilidad a cargo de los empresarios y con la consideración 
de la empresa pública como subsidiaria y complemento de la em-
presa privada», además «reivindican la necesidad de que el Consejo 
de Empresarios sea informado y consultado en las medidas funda-
mentales de carácter socio-político». 

De una manera clara los empresarios durante esos meses se han 
apoyado en los cauces que el Gobierno y la Administración les 
han ofrecido para no atender a las peticiones de los trabajadores, 
principalmente la congelación salarial y el no comenzar las nego-
ciaciones de los convenios antes de que se hubiera cumplido el plazo 
en el que el anterior estaba aún vigente. Con respecto a la me-
dida de devaluar la peseta parece que por una parte los empresarios 
resienten el no haber sido consultados previamente y por otra que 
no a todos los sectores de la producción les beneficia por igual. 
Pero si a veces parecen estar dispuestos a apoyar ciertas medidas 
de política económica, no están dispuestos a cargar ellos solos con la 
responsabilidad de aplicarlas porque ello les colocaría en una difícil 
posición frente a los trabajadores. De la «recesión económica ac-
tual es preciso salir mediante el esfuerzo coordinado de los consu-
midores, los trabajadores y el Gobierno», en las «negociaciones 
todas las partes tienen que darse cuenta que en la pugna por la 
renta cada cual ha de ser moderado en sus demandas» y que «es 
necesario que sean todos —trabajadores y empresarios— quienes 
carguen con los problemas y servidumbre de la situación económica». 

En los últimos acontecimientos se ha puesto en evidencia la uni-
dad y solidaridad de la clase obrera y esto ha sido bien detectado 
por los empresarios a quienes les resulta mucho más fácil tratar 
individualmente con sus propios obreros que si éstos se unen a los 
trabajadores de la zona y ofrecen un frente común. 

En el capitalismo se defiende de una manera tajante la iniciativa 
privada y la libre empresa, el que cada empresa sea independiente 
y resuelva sus problemas propios. Pero si los trabajadores consiguen 
unas fuertes organizaciones unitarias los empresarios tendrán que 
hacer lo mismo. 

Tradicionalmente, a nivel de empresas concretas, los empresa-
rios han tendido a dividir a la clase obrera y esto en dos frentes 
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muy concretos, intentando que los trabajadores se sientan unidos 
a sus empresas por razones ideológicas, actualmente algunos siguen 
diciendo «que los problemas los plantean los obreros que no se 
identifican con la empresa» (Consejo Provincial de Empresarios 
de Lérida). Una vez que la base de los trabajadores empieza a 
adquirir conciencia de clase en la lucha, los empresarios intentan 
que el número de trabajadores que formen esa base sea lo menor 
posible y que las capas medias y altas de los asalariados no se in-
tegren en las reivindicaciones del resto del sector asalariado y esto 
de tres formas, con unas fuertes diferencias salariales, controlando 
mucho más de cerca y según el comportamiento personal de cada 
uno los ascensos que, a nivel de empleados y técnicos, dependen 
mucho más de la «buena voluntad» del jefe que del apoyo de los tra-
bajadores, en tercer lugar convenciéndoles de su papel de controla-
dores del trabajo y rendimiento de sus inferiores. Por otra parte 
ya en el ámbito de la clase trabajadora, como se ha ido viendo en 
los últimos conflictos, han empleado todos los medios a su alcance 
para dividirla, desde impedir las asambleas porque saben de su im-
portancia como plataforma de cohesión, hasta sancionar de una 
forma mucho más dura a los líderes obreros o a los representantes 
sindicales que en las negociaciones se presenten combativos con la 
empresa, pasando por pedir a los trabajadores que las votaciones 
se hagan secretas y no a mano alzada, apelando a su conciencia y 
responsbilidad personal, notificando que los obreros o una buena 
parte de ellos se han incorporado cuando los representantes sindi-
cales posteriormente lo niegan o dando unos índices de reincorpo-
ración ciertos pero en los que no se especifica que esta reincor-
poración ha sido a partir de técnicos y administrativos que no han 
intervenido en los conflictos. 

Pese a todos estos intentos y ante la evidencia de la unidad cre-
ciente de la clase trabajadora, los empresarios se han planteado 
la necesidad de ofrecer ellos también una estrategia de actuación 
para relacionarse con las organizaciones de los trabajadores como 
ha declarado el Conde de Bandrés, aunque ha puntualizado que no 
existe una «estrategia de defensa» que «no ha habido ningún acuer-
do de estrategia común en materia de conflictividad laboral. Creemos 
en principio, que dentro del respeto a las normas legales vigentes, 
cada caso concreto puede ser solucionado a través de los mecanismos 
de negociación, conciliación y arbitraje previstos. Ahora bien, esto no 
excluye que si en el futuro se promovieran situaciones conflictivas 
en que a los niveles que fuera no se mantuviese la normativa vi- 
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gente, los empresarios tuvieran que estudiar una estrategia de de-
fensa». 

De todas formas parece que sí ha habido ciertos intentos en este 
sentido. No se puede interpretar de otra manera la nota aparecida 
el día 16 de enero en el diario Informaciones, en la que se decía 
«la dirección de Electromecánica de Precisión (empresa radicada en 
el cinturón industrial de Madrid) ha comunicado oficialmente que 
los empresarios de la zona han llegado a la conclusión de que era 
preciso proceder al despido de 300 trabajadores para restablecer la 
normalidad, esos despidos se repartirían proporcionalmente según 
el número de trabajadores de las empresas clausuradas. A esta 
empresa le corresponden 15 despidos —entre los que se encuentran 
los miembros del jurado de empresa menos uno—. En medios labo-
rales se tiene la impresión de que este tipo de acuerdos podrían 
generalizarse en las empresas, como consecuencia de una táctica 
preestablecida... Si esta experiencia piloto de Getafe conoce resul-
tados positivos sería ampliada al resto, de las empresas...». Esta 
podría ser por otra parte la conclusión alcanzada por los exponentes 
empresariales al término de los contactos mantenidos con altos re-
presentantes gubernamentales y sindicales. 

Apoyando esta apreciación tenemos las conclusiones a las que se 
llegó en una reunión de empresarios de Barcelona el 21 de enero: 

— las empresas que lo consideren necesario solicitarán el cierre. 
— no aceptar el levantar sanciones como condición previa. 
— Laforsa (fue precisamente por solidaridad con los despedidos 

de esta empresa por lo que se planteó el conflicto masivo en 
el Bajo Llobregat), ha de negociar directamente con sus tra- 
bajadores. 

Parece que en Barcelona no todos los empresarios estaban de 
acuerdo en plantear esta postura de fuerza, de ahí la nota de la 
Unión de Empresarios catalanes del día 30 del mismo mes, en la que 
se reiteraba a los empresarios que aplazaran sanciones y en la 
que se aclaraba que las motivaciones de los conflictos no eran 
laborales. 

Los empresarios no ven los problemas desde la misma perspec-
tiva ni consecuentemente aplican unas medidas unitarias, depende 
de la región, de la rama, del tamaño de las empresas, de que sean 
filiales de alguna multinacional o que su capital sea en su mayor 
parte de procedencia extranjera, de cómo les afecten las medidas de 
política económica del Gobierno, etc. Y en este sentido siempre 
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han propiciado y lo siguen haciendo que los conflictos entre empre-
sarios y trabajadores se resuelven a nivel de centro de trabajo e 
incluso si es posible a nivel individual, sólo así se puede inter-
pretar el que comportamientos colectivos como el paro sean san-
cionados, por las empresas individualmente, sancionando a unos 
sí y a otros no, por medio de cartas individuales, readmitiendo 
escalonadamente, etc. 

Comportamientos específicos de los empresarios 

Ante las continuas reivindicaciones obreras de cara a las nego-
ciaciones de los convenios, por revisión de los mismos o ante sus 
simples peticiones de subida de salarios, los empresarios en plena 
crisis económica se han acogido y han defendido la legalidad vigente 
que les es tan propicia, han intentado en la medida de lo posible 
mantener la congelación salarial y no admitir más subidas que las 
que permite el índice de incremento del coste de la vida según 
las estimaciones oficiales. Precisamente romper esta congelación sa-
larial ha sido el principal motivo que ha movido a los trabajadores 
en sus luchas. Por otra parte, como los trabajadores, junto a estas 
reivindicaciones económicas, han planteado reivindicaciones como la 
petición de amnistía, libertad sindical, etc., los empresarios han 
aducido que ni las reivindicaciones salariales podían ser atendidas 
porque el tope salarial no había sido puesto por ellos sino por el 
Gobierno y que en lo que se refiere a las otras peticiones tampoco 
ellos tenían mucho que decir. Los trabajadores han insistido en sus 
peticiones y las han apoyado con sus comportamientos de lucha 
habituales: paros, bajo rendimiento, concentraciones ante las ofici-
nas, asambleas, etc. Ante esta situación los empresarios han aplicado 
las sanciones que legalmente les están permitidas, como suspensiones 
de empleo y sueldo, despidos, expedientes a enlaces y en muchos 
casos el cierre de las empresas. Sólo en Barcelona y durante estos 
dos meses últimos, enero y febrero, más de 80 empresas han soli-
citado el cierre que en la mayoría de los casos les ha sido autori-
zado; en Madrid las empresas cerradas en la rama del Metal han 
sido 18. El número de suspendidos de empleo y sueldo por paros 
en el mes de enero, ha sido en toda España de 31.164, el número 
de despedidos por este motivo ha alcanzado cuando menos la ci-
fra de 3.052, el número de expedientes a representantes sindicales 
ha llegado a afectar a 120. 

78 



Por una parte las Uniones de Empresarios han recomendado a 
los empresarios el cierre de las empresas y por otra parte la Admi-
nistración, lo ha concedido. En algunos momentos se ha planteado 
hasta qué punto los obreros en paro lo estaban porque así lo habían 
decidido o porque simplemente sus empresas habían sido cerradas. 
Ha sido un hecho bastante repetido el que los obreros al acudir a 
sus cenntros de trabajo se han encontrado con las puertas cerradas. 
A nuestro entender hay dos tipos de motivaciones que puedan ex-
plicar ese comportamiento de cerrar por parte de los empresarios, 
una, plantear una postura de fuerza frente a una conflictividad obre-
ra tan acusada y alarmante, otra el que el cierre en determinadas 
coyunturas económicas puede beneficiar a empresas que tengan 
grandes stocks de mercancías, que de esta manera pueden reducir 
sus costes en la medida en la que no pagan a los obreros¡ los 
días que está cerrada la fábrica o que, protegidos por la necesidad 
de cerrar ante el comportamiento obrero, pueden reducir sus plan-
tillas, dejar fuera a los más combativos, o pedir expediente de crisis. 
Según noticias aparecidas en la Prensa, en enero y en Barcelona, 300 
empresas solicitaron expediente de crisis. 

Una vez planteado el conflicto en toda su agudeza los empresa-
rios han mantenido una postura de fuerza, ayudados por las dele-
gaciones de sindicatos; en su mayoría se han negado a negociar si 
los obreros no se reincorporaban al trabajo y se han negado a 
reconsiderar las sanciones sobre todo las de despido y las de expe-
dientes. Una vez abiertos los centros de trabajo, si los obreros han 
vuelto a plantear problemas, se han producido nuevos cierres y 
sanciones. Llegando en algunos casos como el de Hunosa en Asturias 
a ser sancionados los obreros por cuatro veces y parece que el con-
flicto sigue en toda su crudeza (medidas que han llegado a afectar 
a más de 8.000 trabajadores). 

Por otra parte si los empresarios difícilmente admiten una pos-
tura de fuerza por parte de los trabajadores, ellos sí suelen emplear 
las amenazas para hacer entrar en razón a los obreros y de hecho 
en algunos casos las reincorporaciones han sido por este motivo 
sobre todo en las empresas pequeñas o medianas, donde la coacción 
surte siempre más efecto, porque las posibilidades de control por 
parte de los empresarios es mucho mayor y los obreros se en-
cuentran menos protegidos que en empresas en las que las plantillas 
son muy numerosas y masivamente acuden al paro. 

No sabemos hasta qué punto se hubiera llegado en esta 
postura de enfrentamiento entre empresarios y trabajadores, si los 
represen-antes directos de éstos no hubieran, en un momento 
determinado 
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de la huelga y por motivos que en muchas ocasiones han escapado 
a la comprensión de los mismos trabajadores, recomendado a 
éstos la reincorporación aunque sus reivindicaciones tanto salariales 
como de readmisión de despedidos no se hayan conseguido. 

De hecho el tope salarial se ha roto y en varios casos las san-
ciones o se han levantado o han sido sustituidas por sanciones más 
leves, pero tanto una cosa como la otra no se ha conseguido a nivel 
de zona como se planteó al principio sino en cada centro por se-
parado. 

Comportamiento obrero 

El otro gran protagonista de la conflictividad laboral es la clase 
obrera y si de alguna manera quisiéramos en pocas palabras definir 
lo que ha supuesto y sigue suponiendo lo sucedido, en lo que a la 
clase se refiere, lo definiríamos por el gran avance que ha conse-
guido a nivel de unidad y coordinación en sus acciones. 

Tradicionalmente el paro es el comportamiento de lucha obrera 
pero éste no se generaliza ni se extiende, en la forma como ha 
ocurrido y está ocurriendo en toda España, si no viene precedido 
y acompañado de una labor de coordinación de la mayoría de los 
trabajadores, lo que, se consigue principalmente a través de las asam-
bleas y las reuniones. Según nuestros cuadros el número de asambleas 
durante el mes de enero ha sido de 304, cifra que sabemos positiva-
mente muy inferior a la real, pero que nos puede servir de índice 
comparativo con respecto al año anterior en el que durante el mes 
de enero sólo se produjeron 52 asambleas. 

Estas asambleas han servido para que los trabajadores pudieran 
ir enterándose cómo se desarrollaban las negociaciones con las em-
presas, de cuál había sido el comportamiento de sus representantes, 
también les ha permitido dar sus propias opiniones y conocer los 
planteamientos de los trabajadores de otras empresas que acudían 
para informar, con lo que esto supone de ambiente propicio a la 
solidaridad. Estas asambleas son mucho más eficaces en la medida 
en la. que los asistentes no son muy numerosos y, previamente a las 
asambleas multitudinarias, se han tenido reuniones por secciones o 
por grupos reducidos, pero aunque esto en ocasiones y en determi-
nadas empresas sí ha funcionado, en otras y en los momentos en los 
que la situación conflictiva estaba en su punto más álgido, no se 
ha producido, unas veces porque no había posibilidad de conseguir 
locales  —las fábricas estaban cerradas—,  otras veces porque los 
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mismos acontecimientos y su dinámica no lo ha permitido y en 
ocasiones porque según parece los mismos dirigentes obreros han 
preferido las asambleas numerosas en las que las decisiones se to-
man por mayoría, pero en las que no siempre es posible enterarse 
bien de la determinación que se toma y en el calor de la solidaridad 
se votan resoluciones que no habían sido suficientemente pensadas 
o valoradas por todos. 

Estas asambleas, cuando ha sido posible, se han realizado en los 
lugares de trabajo o en los sindicatos, pero cuando los trabajadores 
han sido desalojados por las fuerzas del orden o las fábricas y los 
locales sindicales estaban cerrados, los trabajadores han tenido que 
acudir a otros locales como las iglesias, sitio que ha sido profusa-
mente utilizado en este período como lugar de reunión para los 
trabajadores. En el caso de los obreros de la construcción no se han 
planteado problemas de este tipo porque como ellos normalmente 
tienen sus tajos al aire libre, y su lugar de trabajo es la calle, es 
ahí donde normalmente han hecho sus reuniones. 

En Sanidad las asambleas conjuntas, como órgano decisorio de 
los trabajadores han demostrado una importancia decisiva y la incor-
poración a la plataforma reivindicativa de los problemas que afectan 
al personal de limpieza, ha aportado una nueva fuerza a la lucha. 
En cuanto a los médicos, la postura ha sido diversa. En «Uno de 
Octubre» y «La Paz», los M. I. R., se han sumado a las asambleas 
generales y comisiones representativas. A nivel de médicos de plan-
tilla, ha habido escasa participación a título personal y a nivel 
general se han hecho cartas de apoyo sin más compromiso. 

Sin embargo, en las asambleas ha faltado un auténtico análisis 
de la situación. En momentos, grupos partidistas han hecho un 
lanzamiento excesivo, desvinculando la asamblea de la base, así como 
frenando, en momentos que las circunstancias requerían una conti-
nuidad y no logrando una coordinación de los hospitales, cuyas lu-
chas no coinciden en los momentos claves. 

Pero el sector sanitario ha roto el tope salarial... 
Los niveles medios y altos del sector asalariado, según las noticias 

aparecidas en la Prensa, en la mayoría de los casos no se han 
sumado a los paros y son los primeros en acudir a los centros de tra-
bajo cuando éstos se han abierto, sólo en la construcción y en algu-
nas empresas ha habido paros en las oficinas centrales. Este compor-
tamiento de los empleados administrativos y técnicos viene explicado 
porque de una parte la mayoría de ellos no se sienten clase obrera 
y de otra porque a estos niveles el control que pueden ejercer los 
empresarios es mucho mayor.  En una ocasión los administrativos han 
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solicitado ser sancionados igual que los trabajadores aunque ellos 
no habían intervenido en los paros, pero parece que el motivo de 
tal comportamiento más que a solidaridad ha obedecido a miedo 
ante las represalias de que podían ser objeto por parte de los obre-
ros. Otro comportamiento que ha sido frecuente y que también ayuda 
a la unidad de los trabajadores son las manifestaciones y concen-
traciones, en las que en algunas ocasiones han intervenido oradores 
en su mayoría representantes de los trabajadores o líderes políticos, 
unas veces frente a los lugares de trabajo, otras veces frente a los 
sindicatos y otras veces recorriendo las calles. En estas manifesta-
ciones se han reunido y han «corrido» a la vez los trabajadores de 
muchas empresas, junto con vecinos y ciudadanos en general. 

En Barcelona las informaciones de los periódicos escribían «los 
trabajadores salen a la calle». Así ha sido. Muchas ciudades se han 
visto ocupadas por los trabajadores, que en la mayoría de los casos 
se han comportado correctamente. De una manera especial ésta ha 
sido la tónica en Barcelona en donde los trabajadores han intentado, 
de una forma clara, demostrar que no querían alterar el orden pú-
blico, sino poner en evidencia y dar a conocer a la opinión pública 
sus problemas ya que no tenían otros cauces mejores para hacerlo. 

En los últimos acontecimientos han proliferado también la for-
mación de piquetes de trabajadores para apoyar las acciones y exten-
derlas por las distintas fábricas y zonas. Este es un comportamiento 
mucho más típico en la construcción que en otra rama productiva, 
por cuanto los tajos suelen estar muy repartidos y no suelen ser 
muy numerosos. Los piquetes tienen dos aplicaciones muy distintas, 
por una parte se emplean para transmitir las informaciones y cohe-
sionar las acciones, y otras veces se emplean como medio de coacción 
eficaz cuando los trabajadores o parte de ellos no están dispuestos 
a secundar los paros. Estos piquetes unas veces están formados por 
trabajadores de la misma empresa, otras veces por obreros de otras 
empresas. 

Ante una situación en la que tal cantidad de trabajadores se han 
visto suspendidos de empleo y sueldo o despedidos, y ante el hecho 
de que en ocasiones esta situación se ha planteado durante días y 
semanas y cuando, como es natural, las posibilidades de resistencia 
económica de los trabajadores es muy reducida, se ha hecho evi-
dente, como ya ha ocurrido en ocasiones anteriores, la necesidad de 
organizar cajas de resistencia. Sobre estas cajas de resistencia no 
se ha hablado mucho o por lo menos no parece que se ha hablado lo 
suficiente; en su mayoría las aportaciones han sido hechas por los 
mismos trabajadores;  en muchas empresas tenían sus propias cajas 
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que cuando alcanzaban una cantidad determinada, el dinero que su-
peraba dicha cantidad, era entregado al Comité central, que era el 
encargado de distribuirlo. Estas cajas en ocasiones han alcanzado 
cifras realmente sustanciosas, aunque evidentemente al ser los traba-
jadores los que en mayor medida las han alimentado, seguramente 
no han sido suficientes para cubrir las necesidades planteadas. Pero 
además, según parece, tanto la forma en la que se ha repartido el 
dinero como a donde ha ido a parar, no ha dejado del todo satis-
fecha a buena parte de los obreros. 

Seguramente por primera vez los conflictos han salido de los 
centros y se ha intentado que se resuelvan a nivel de zonas o 
de ramas. Durante días los trabajadores se han movilizado en su 
lucha para que no quedara ni un solo sancionado. La condición pre-
via para reincorporarse al trabajo ha sido el que la totalidad de los 
trabajadores de la zona o de la rama, fueran readmitidos en el tra-
bajo. Condición que no se ha mantenido porque algunos de los 
dirigentes obreros han pensado que ya había sido suficiente y que 
había llegado el momento de recoger velas, y de emplear comporta-
mientos obreros menos comprometidos como paros parciales, negarse 
a hacer horas extras o ritmo lento. 

Indudablemente en esta decisión han influido las medidas del 
Gobierno de militarizar algunos de los Servicios Públicos, las deten-
ciones de la calle Silva y las consignas de algunos partidos políticos. 

Si quisiéramos hacer un balance de lo conseguido por los traba-
jadores en esta situación, aunque evidentemente aún no ha termi-
nado, y cuando queda mucho camino por recorrer, nos encontramos 
con que han coseguido romper el tope salarial, aunque la impor-
tancia de este éxito ha venido aguado directamente por el Gobierno 
con su medida de devaluar la peseta; también han conseguido 
liberar a todos los detenidos con motivo de estos paros menos a los 
de Correos; han conseguido dar un gran paso de cara a su unidad 
como clase y a que las asambleas se vayan convirtiendo en los órga-
nos permanentes en los que se discute y de los que dimanen las 
decisiones; se ha conseguido un buen número de comisiones en varias 
ramas que representan a los obreros de una manera más eficaz 
que los representantes sindicales elegidos, y también han conseguido 
que sus problemas salten a la calle, que en muchas ocasiones los 
ciudadanos sobre todo en los barrios obreros se sientan en solidari-
dad con los trabajadores, y el resto de la población, cuando menos, 
se sienta interrogada por sus problemas. 

En fin, el que la clase obrera haya conseguido un alto nivel de 
organización y coordinación, unas comisiones bastante representa- 
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tivas y fuertes y unos líderes reconocidos y capaces, indudablemente 
va a obligar a que en lo sucesivo haya que contar con la clase tra-
bajadora al plantearse la necesidad de un pacto social, y con unos 
interlocutores realmente válidos a la hora de negociar. 

El Gobierno 

Mientras, en lo que se refiere a las instituciones del Estado y a 
sus líneas de acción política, la panorámica es muy semejante 
a la de la etapa franquista, puesto que los hombres que los ocu-
pan y quieren marcar su línea siguen siendo prácticamente los 
mismos, a nivel de Gobierno la renovación ha sido bastante impor-
tante, aunque sin salirse de una línea de continuismo y no de ruptura 
con respecto a la etapa anterior. 

Se han dado tres medidas de política económica que han mar-
cado y determinado la situación, por una parte el intento de mante-
ner la congelación salarial, en segundo lugar el discutido discurso del 
ministro de Hacienda, y en tercer lugar la devaluación de la moneda. 

La congelación salarial que venía de meses anteriores, fue rati-
ficada en noviembre último y ha sido uno de los principales caballos 
de batalla entre los empresarios apoyados por la Administración y la 
clase trabajadora, apoyada por el Consejo Nacional de Trabajado-
res, cuyo presidente ha declarado en el mes de enero y ante la 
Permanente del Congreso Sindical que «las medidas de limitación 
salarial a las que el Consejo se ha opuesto y se opone rotunda-
mente, por considerarlas inoportunas, antisociales e impolíticas...» 

Se ha conseguido romper los topes salariales, pero el conseguir-
los seguramente ha forzado en alguna medida al Gobierno a de-
valuar la moneda con lo que la capacidad adquisitiva de los salarios 
vuelve a estar puesta en cuestión. El discurso de Villar Mir ha en-
cendido la más vivas polémicas y si los empresarios lo han defen-
dido, por su parte los trabajadores y sus dirigentes lo han atacado. 

En otro orden de cosas y en íntima relación con la conflictividad 
laboral y el desarrollo de esta conflictividad, están las medidas que 
el Gobierno ha tomado de sustituir al personal del Metro de Madrid 
por personal militar, y hacer lo mismo con el personal de trans-
portes en superficie en Sevilla, mientras han durado los respectivos 
conflictos; la de militarizar algunos servicios públicos como la Renfe 
y Correos y posteriormente los bomberos y guardias municipales de 
Barcelona, medida que ha afectado a unos 80.000 trabajadores, y 
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por último la de considerar personal adscrito al Ejército del Aire 
los obreros de la empresa C. A. S. A. 

Estos comportamientos de las autoridades gubernativas, han in-
fluido directamente en el desarrollo de la lucha. Inicialmente el Go-
bierno se mantuvo un poco a la expectativa de cómo se iba desarro-
llando la conflictividad laboral e intervino en los casos en los que 
esa conflictividad afectó a sectores públicos, que en caso de llegar 
coordinadamente a la huelga podían hacer posible, por los trastornos 
que ocasionan a todos los niveles, el que se llegara a la huelga ge-
neral. Ante esas medidas y otras consideraciones, los dirigentes 
obreros tuvieron que replantearse las posibilidades de continuar pro-
piciando la movilización o de plantearse que ya había llegado el 
momento de remitirla. 

Junto a estos comportamientos gubernativos de medidas de polí-
tica económica y de intervención directa en algunos casos, nos en-
contramos con la actuación de las fuerzas del orden. 

Comportamiento de las fuerzas del orden público 

Ante unos hechos como los ocurridos la presencia y las actua-
ciones de las fuerzas del orden eran inevitables, como también lo 
era el que su comportamiento si ha cambiado el del Gobierno, se 
fuera acomodando a las directrices que de éste emanaran. 

Las acciones de las fuerzas del orden han repercutido en todos 
los sectores, pero en lo que se refiere al sector laboral en concreto 
nos encontramos con que a principios del mes de enero parece que 
fue tolerante, no sólo permitiendo las asambleas de trabajadores sinc 
interviniendo en las manifestaciones únicamente para mantener el 
orden, y que estas acciones en la calle interfirieran lo menos posible 
en el desarrollo normal de la vida ciudadana, incluso permitieron 
que algunos dirigentes obreros o representantes sindicales se diri-
gieran a los manifestantes a través de altavoces. Esto motivó que 
en estos días y en diversas ocasiones estos dirigentes y los manifes-
tantes aplaudieran a las fuerzas del orden. 

A medida que la situación se iba complicando, las manifestaciones 
se iban haciendo masivas, la situación entre las empresas y los 
trabajadores se agriaban y éstas procedían al cierre de las fábricas, 
su intervención se ha ido haciendo más directa. Impedían a los 
trabajadores reunirse en los sindicatos a petición de éstos, les impe-
dían el acceso a las iglesias donde pretendían encontrar un local, 
interrumpían  las reuniones antes de que los trabajadores consiguie- 
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ran llegar a un acuerdo y así comenzó el peregrinaje, primero de los 
trabajadores en busca de un sitio donde reunirse, acompañados de 
las fuerzas del orden que intentaban dispersarlos y después las 
carreras, las balas de goma, las retiradas de carnet, las detenciones, 
etcétera. 

Durante sus acciones las fuerzas del orden han demostrado por 
el gran número de efectivos que poseen, por su número, por la 
estrategia que han empleado, que saben y pueden apoyar, recortar 
o reducir y hacer abortar acciones e impedir que lleguen a ser 
masivas, y que pueden hacerlo de un modo amistoso o bien de una 
forma violenta si la situación o las órdenes que reciben así lo 
requieren. 

En todo momento ha sido un punto de apoyo importante del 
Gobierno para llevar los conflictos laborales al ámbito de las empre-
sas, intentando que los problemas se resuelvan a este nivel y sin 
que se desborden a nivel ciudadano o masivo. 

En Barcelona y seguramente porque los problemas se plantearon 
en una fecha posterior que en Madrid, su acción fue desde el prin-
cipio bastante dura, lo que motivó la queja de diversos represen-
tantes sindicales a nivel de enlaces y de U. T. T. 

Sus intervenciones más numerosas han sido en los lugares de 
trabajo y en las manifestaciones, e intentando deshacer los piquetes 
que incitaban a la huelga sobre todo en la rama de la construcción, 
aunque su presencia y vigilancia ha sido casi continua en algunas 
ciudades. 

Los Sindicatos 

La importancia de la organización sindical en estos momentos 
es conocida por todos, tanto por el Gobierno como por los empre-
sarios como por los trabajadores, de cara a su influencia en el 
futuro laboral y a través de éste en todo el panorama socio-político 
del país. 

Durante años, tanto los empresarios como los trabajadores, se 
han ido haciendo conscientes de los estrechos límites y posibili-
dades que ofrecía el sindicato en su función mediadora, y sólo acu-
dían a él en la medida en la que era la única institución legal con 
la que, se quisiera o no, había que contar, sobre todo por parte de 
los empresarios a quienes ha favorecido más. Siempre se ha mante-
nido vivo el interés de ciertos grupos y  líderes obreros de penetrar 
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en la organización sindical aunque otros grupos y líderes ante las 
elecciones sindicales han propiciado la no participación en ellas, 
pero tanto para unos como para otros era evidente que tal como 
han funcionado hasta ahora, tal cual era su estructura, no había 
mucho que hacer. 

Ante las últimas elecciones y a la vista de que el país a un plazo 
que ya se preveía breve iba a enfrentarse ante el cambio, los in-
tentos de penetración en el sindicato para estar dentro de él e inter-
venir en su futuro inmediato, han movido el ambiente de las elec-
ciones y junto a las candidaturas oficiales se han presentado un 
buen número de candidaturas democráticas, que en muchos casos 
han conseguido penetrar hasta las Uniones de Trabajadores y Téc-
nicos, indudablemente y conforme estas elecciones se alejaban de 
la base la penetración se ha ido haciendo más difícil. 

Dentro de los sindicatos y de cara a los últimos acontecimientos 
creemos que hay tres puntos que conviene tocar: lo que pueden 
suponer las últimas designaciones a alto nivel, y su postura ante los 
conflictos, la organización sindical en su línea política de designa-
ción, y en tercer lugar las U. T. T., los jurados y los enlaces. 

En la reunión de la Permanente del Congreso Sindical del últi-
mo enero, el recién nombrado ministro de Relaciones Sindicades 
pronunció un discurso del que se puede deducir cuáles van a ser 
sus líneas principales de actuación. 

Aclaró que no era la ocasión para plantear criterios, porque era 
preciso que se pronunciara el Congreso Sindical y que el Gobierno 
tomara los acuerdos que él ha de procurar que favorezcan la reforma 
sindical, y que también es preciso respetar a instituciones como las 
Cortes y el Congreso Sindical. 

Hecha esta salvedad, aclara que su espíritu es de perfecciona-
miento, de reforma y de ciertos cambios, pero no de liquidación, 
para lograr que trabajadores y empresarios cuenten con organiza-
ciones adecuadas y autónomas. 

Por lo que se refiere a la unidad sindical, el ministro insistió 
entre otras cosas, en que es precisamente ésta la tendencia a la 
que se va en otros países y que sería un grave error que la que 
tenemos, aunque pudiera ser por procedimientos discutibles y discu-
tidos, fuéramos en esta hora a prescindir de ella, lo que no sig-
nifica que la unidad en la cúspide no quiere decir que su Departa-
mento no augurase una creciente pluralidad en la base. 

Sobre la figura, a veces discutida, de un ministro de Relaciones 
Sindicales, cree que éste puede encontrar en la Ley Sindical tres 
funciones para una acción directa: actuar como un órgano de enlace 
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entre la Organización Sindical y el Gobierno, ejercer en nombre del 
Gobierno el control de la legalidad en los sindicatos y presidir el 
Congreso Sindical, su Comisión Permanente y el Comité Ejecutivo. 
Refiriéndose a este último punto, aclaró que en su opinión todas 
las reformas resultan factibles siempre que se cumplan tres condi-
ciones básicas: que se respete la legitimidad, que se hagan desde 
la legalidad y que se discutan y acuerden en el seno de las ins-
tituciones. 

En lo que se refiere a los órganos de encuentro y acercamiento, 
señaló que son especialmente necesarios e importantes para reducir 
diferencias, para lograr que el campo de lo común sea lo más am-
plio y el de las diferencias el más estrecho. 

Creemos que estas notas son suficientes para poder deducir que 
el ministro de Relaciones Sindicales se mueve dentro de la polí-
tica de apertura y de cambios pero siempre dentro de las institu-
ciones y la legalidad vigente que propician igualmente el resto del 
Gobierno y especialmente el señor Fraga. 

En una reunión informal con algunos periodistas, Martín Villa 
definió cómo veía él «el sindicalismo español», «el verticalismo 
nunca ha existido, porque no ha existido la empresa nacional sin-
dicalista. Necesitamos llegar al sindicalismo paritario de empresa-
rios y trabajadores. Hace falta un órgano de enlace entre los em-
presarios y los trabajadores». 

En esta misma reunión dijo: «Yo lo que pediría es que nos 
dieran una cierta tregua. El Gobierno necesita tranquilidad para 
hacer política.» Esta última afirmación no es exclusiva de este 
miembro del Gobierno; el tiempo que lleva no parece que sea su-
ficiente para empezar a pedirles cuentas, pero la cuestión se plantea 
no en términos del tiempo que llevan sino en términos del tiempo, de 
los años que el país va ya esperando esos cambios. 

Los nombramientos posteriores como el de Socias Humbert y 
Noel Zapico creemos que se explican también en esta línea de reno-
vación de la Organización Sindical. Veamos ahora cómo plantean 
el tema de la Organización Sindical el presidente del Consejo Na-
cional de Empresarios, y el presidente del Consejo Nacional de Tra-
bajadores. 

Para el Conde de Bandrés, presidente del Consejo Nacional de 
Empresarios, la Organización Sindical sigue siendo un marco propi-
cio para las negociaciones entre empresarios y trabajadores. La Or-
ganización de Empresarios y Trabajadores —dice— son ya de hecho 
por completo independientes una de la otra y lo tienen que seguir 
siendo, no sólo a nivel nacional, sino también en los niveles inter- 
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medios... Si hoy el avance social y económico se fundamenta en 
gran parte en los acuerdos entre organizaciones de empresarios y 
trabajadores, en España tenemos un campo de juego que es la Orga-
nización Sindical, donde diariamente podemos trabajar en común. 
Estos sindicatos han de ser independientes del Gobierno, con una in-
dependencia que permita la libre negociación entre las partes, partes 
que —insiste— han de estar libres de coacciones para negociar sobre 
temas estrictamente laborales. La unidad sindical debe mantenerse 
pero sin que ella suponga una rigidez en la base que frene la variedad 
organizativa. 

Alvarez Abellán, antiguo presidente del Consejo Nacional de Tra-
bajadores, por su parte ha dicho, que «los trabajadores siempre he-
mos entendido que la repuesta sindical a la progresiva evolución de 
la sociedad española en todos sus aspectos lleva como necesidad la 
propia reforma de las estructuras sindicales, cuyo primer paso es 
conseguir la autonomía de la Organización Sindical, para dar efecti-
vidad a la también plena autonomía de las organizaciones profesiona-
les. Una autonomía que no sea sólo un pretexto sino que tiene que ser 
una realidad, realidad que abarque desde la desvinculación de la 
Organización Sindical de la Administración hasta la adscripción 
al Consejo Nacional de Trabajadores y demás organizaciones pro-
fesionales los medios precisos y eficaces para el cumplimiento de 
sus fines sindicales, asistenciales y formativos». 

Dentro de esta panorámica que con sus limitaciones y sus diver-
sos puntos de vista propicia una renovación de los sindicatos, se 
encuentra la Organización misma, que en su línea política de desig-
nación directa sigue estando ocupada prácticamente por los mismos 
nombres y hombres, problema similar que se le plantea al Gobierno 
actual en todos los campos. Parece que el mantener los mismos 
cargos jerárquicos dentro del sindicato esté terminando con las po-
cas posibilidades de poder reformar el sindicato vertical. 

Es un hecho que ante los últimos acontecimientos y, en la ma-
yoría de los sindicatos provinciales se ha seguido a nivel de dele-
gados una política similar a la de los años anteriores. En primer 
lugar, a los enlaces y trabajadores no se les han facilitado los locales 
sindicales, o se han encontrado los locales cerrados e incluso pre-
cintadas las salas de juntas, y en otras ocasiones ocupados por las 
fuerzas del orden a requerimiento de los delegados. Por otra parte 
en las negociaciones con las empresas, los delegados han propiciado 
y pedido continuamente a los representantes sindicales y a los tra-
bajadores, como condición previa para negociar, la vuelta al trabajo, 
y en ocasiones han declarado ilegales los llamamientos de las U. T. T. 
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a acciones conjuntas de paro en apoyo de reivindicaciones obreras. 
Sin embargo, de acuerdo con el Gobierno, Sindicatos, por medio 

del ministro de Relaciones Sindicales, ha expresado, en una reunión 
con los empresarios de Madrid «la necesidad de que la conflicti-
vidad laboral finalice lo antes posible, por lo que se hace necesaria 
la máxima colaboración empresarial». Este deseo no parece haber 
sido seguido fielmente por los empresarios. 

Por otra parte las delegaciones sindicales ante unos enlaces y 
U. T. T. a veces tan combativos, que ponían en peligro no sólo su 
representatividad sino aun su supervivencia, han adoptado una acti-
tud negativa, lo que ocasiona que los representantes sindicales y los 
trabajadores crean cada vez menos en la posibilidad de cambio desde 
dentro y se inclinen por la ruptura. De hecho, salvo en algunos 
casos, sigue planteándose un enfrentamiento entre el sindicato ver-
tical y los trabajadores. Lo que les lleva a éstos a pedir la diso-
lución de la Organización Sindical y que se les deje en libertad 
para formar sus propios sindicatos democráticos y unitarios. 

Las U. T. T. y los representantes sindicales de base 

En los acontecimientos que estamos analizando se ha hecho evi-
dente la penetración que en las últimas elecciones han conseguido 
las candidaturas democráticas no solamente a nivel de represen-
tantes de base sino, también y en determinadas ramas, esta pene-
tración ha llegado hasta las U. T. T. 

Aun así, en algunas ocasiones los trabajadores han considerado 
que los enlaces o jurados eran poco representativos y han solici-
tado su dimisión. En otras ocasiones han sido los enlaces los que 
han considerado poco representativas a las U. T. T. y se han que-
jado de ello y en algunos casos entre los enlaces de una empresa 
ha habido una división neta a la hora de decidir el comportamiento 
a seguir, como ha ocurrido en Oviedo en la rama del Metal, en 
donde cuatro enlaces propiciaban el paro y ocho no, los trabajadores 
apoyaron a los primeros y pidieron la dimisión de los segundos. 

Estas breves notas nos dan una idea de que las variaciones son 
bastantes a este nivel. Pero, en términos globales, parece que los 
representantes sindicales por lo menos en los conflictos más masi-
vos, han tomado una clara postura de apoyo a los trabajadores 
en sus reivindicaciones y han sido los que, en los primeros mo-
mentos por lo menos, les han alentado en la lucha. 
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No solamente han participado en manifestaciones y concentra-
ciones en las que en ocasiones iban a la cabeza, sino que a veces 
y ante el comportamiento empresarial se han encerrado o se han 
mantenido en asambleas permanentes, bien en los sindicatos o en 
las fábricas si podían, de donde en muchos casos han sido desalo-
jados. Como consecuencia han sido numerosas las sanciones de los 
empresarios con respecto a los representantes obreros y los expe-
dientes han alcanzado la cifra de 120. 

La mayoría de las U. T. T. se han manifestado contrarias a la 
congelación salarial como también lo ha estado el Consejo Nacional 
de Trabajadores que se ha manifestado muy crítico con respecto 
al discurso de Villar Mir. 

En las peticiones iniciales a nivel de representantes de base, 
como de U. T. T. e incluso de algún Consejo Provincial como el de 
Asturias, se han mezclado peticiones exclusivamente laborales, con 
otras que normalmente se califican de políticas y con una crítica 
clara a la Organización Sindical. 

Así el Consejo de Trabajadores de Asturias ha pedido: 

— Reforma de la estructura sindical. 
— Distribución justa  de  los  resultados  económicos de las em- 

presas. 
— Implantación   de  un   sistema  fiscal  que  permita un   salario 

mínimo suficiente. 
— Restablecimiento de las libertades democráticas. 
— El pacto social, como imprescindible. 

En muchos de los carnets de reivindicaciones, presentado por los 
enlaces y jurados, junto a reivindicaciones salariales han aparecido 
peticiones de amnistía, libertades democráticas y de un sindicato 
unitario e independiente. 

Conforme la situación conflictiva se ha ido complicando y han 
ido apareciendo las sanciones empresariales, se han ido olvidando las 
peticiones salariales y se ha insistido más en la libertad de los dete-
nidos y en el levantamiento de los despidos, y de las suspensiones 
de empleo y sueldo, como condición previa para la incorporación de 
los trabajores y ésto no a nivel de centro sino de zona o rama. 

Posteriormente y por diversas causas, que ya hemos dicho, los 
mismos representantes han pedido a los trabajadores que se rein-
corporen y a veces sólo ante unas promesas verbales. 

Sin embargo el análisis de los conflictos nos da una idea de 
hasta qué punto no aparece la lucha como espontánea por parte 
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de los trabajadores, sino que éstos ya van contando con unos 
dirigentes y unos líderes, que inevitablemente serán los interlocuto-
res a nivel obrero que harán posible, si la situación del país lo 
permite, el llegar a un pacto social. 

Líderes que, aún formando parte algunas veces de la Organiza-
ción Sindical, quieren ser los primeros representantes de un sin-
dicato nuevo. 

En este sentido resulta muy interesante la nota de la U. T. T. 
de Artes Gráficas de Madrid, que trata de la necesidad de la libertad 
sindical e independencia sindical, que las U. T. T. se reconozcan, 
y se conviertan en auténticos sindicatos, que los Consejos de Traba-
jadores se conviertan en centrales o confederaciones sindicales y 
el Consejo Nacional de Trabajadores en la Organización Sindical 
Obrera. Entre las comisiones que se han formado fuera de la Orga-
nización Sindical, nos encontramos con la Comisión Asesora de la 
Construcción, la Comisión Gestora de la Banca, La Comisión de 
los 50 de Artes Gráficas, la Comisión Gestora de Enseñanza, la Co-
misión negociadora de los trabajadores de Sanidad... que como 
muestra parece bastante significativo y el hecho de que algunas de 
ellas hayan intervenido en mayor o menor grado a nivel de negocia-
ciones en los conflictos, nos da una idea de por dónde pueden ir las 
negociaciones posibles y eficaces en lo sucesivo. 

En Barcelona, concretamente en el Bajo Llobregat, los enlaces y 
las U. T. T. han ido a la cabeza en las manifestaciones, han infor-
mado a los trabajadores y les han urgido a comportarse con todo 
civismo, han nombrado una Comisión para negociar el conflicto 
formado por varios presidentes de U. T. T. comarcales y de ramas, 
se han encerrado junto a los trabajadores en las iglesias, han con-
vocado a una huelga generalizada de una hora en la rama del metal... 

En otras provincias los comportamientos de estos grupos han si-
do muy similares. En Valladolid 100 componentes de la U. T. T. se 
encerraron en apoyo de los trabajadores. 

No ha ocurrido lo mismo en otras provincias. Los enlaces de la 
construcción de Málaga pidieron la dimisión de la U. T. T.; también 
en la construcción, pero de Sevilla, la U. T. T. ha declarado que ni 
ella ni la agrupación de la construcción han alentado el paro. En 
Valencia los trabajadores se quejaron del comportamiento de sus 
enlaces. 

En términos generales podemos decir que los representantes sin-
dicales van consiguiendo ser representativos y en la medida en la 
que lo son, tienen el apoyo de los trabajadores, única fuente de 
legitimación de las vanguardias y líderes. 
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COMPORTAMIENTOS   DE   OTROS   GRUPOS 

Junto a los que hasta aquí hemos analizado, hay otros grupos 
que normalmente intervienen y matizan la conflictividad laboral 
y que en el período analizado por nosotros en la medida en la que 
hemos asistido a un aumento global de alteraciones hemos asistido 
a una mayor participación y presencia de estos grupos, que no son 
específicamente laborales. Nos referimos a la Iglesia, a los estu-
diantes, a diversos grupos profesionales, y a los ciudadanos en ge-
neral o a través de sus asociaciones. 

La Iglesia 

La Iglesia a través de sus jerarquías y sus fieles no puede per-
manecer ajena a la problemática global de la sociedad e incluso a 
los problemas concretos económicos, sociales o políticos que una 
formación social determinada atraviesa, y lo es mucho menos cuando 
esa Iglesia como en el caso español, encuadra a la casi totalidad de 
la población, en la medida en la que el Estado se define como con-
fesionalmente católico. 

La doctrina social desde hace varios años es una de las preocu-
paciones de la Iglesia y cada vez lo es más no sólo en cuanto a 
doctrina sino en cuanto a los comportamientos prácticos que esa doc-
trina pide. A través no sólo de homilías y documentos, sino también 
de presencia activa en los lugares en los que los conflictos se rea-
lizan, la Iglesia española se encuentra cada vez más inmersa en la 
problemática social y sobre todo cuando ésta se agudiza. 

En el período que analizamos nos encontramos escritos y decla-
raciones tanto de algunos Obispos como de diversas comunidades 
cristianas que desde su específica perspectiva confesional abogan 
por la amnistía y por las libertades democráticas. Así tenemos las 
declaraciones de la J. O. C., de Mons. A. Suquía y de Mons. Jubany, 
quien en la Jornada Mundial de la Paz, pronunció una homilía en 
la que dijo que la amnistía de los delitos políticos es necesaria 
para la paz. Hay otros escritos que de una manera más cercana 
se enfrentan con el comportamiento de la Iglesia ante la situación 
actual, escritos que suelen ser más frecuentemente de comunidades 
o grupos cristianos que específicamente de la jerarquía en los que 
le piden a ésta que se enfrente directamente con el problema de la 
lucha obrera y que se decida a apoyarla. Así la carta que diversas 
comunidades de Madrid enviaron el día 14 de enero al cardenal Ta- 
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rancón y cuya respuesta esperaron que les fuera dada el día 17 en 
la Catedral y que al encontrarse con que estaba cerrada se reunieron 
en la iglesia de San Isidro. Ese mismo día un grupo de sacerdotes 
hace pública una nota en la que expresaban su solidaridad con los 
trabajadores, y pedían amnistía, libertad de reunión, asociación y 
manifestación, expresión y huelga, sindicato obrero y un no a la 
congelación salarial. Además de las declaraciones o escritos, de hecho 
los locales de la Iglesia han sido el lugar donde de una forma prefe-
rente se han reunido, encerrado y celebrado asambleas los traba-
jadores, de donde unas veces han salido por su propia voluntad, o a 
requerimiento de la autoridad y otras veces han sido desalojados 
directamente por las fuerzas del orden, lo que en ocasiones ha moti-
vado las quejas de los coadjutores, párrocos y en ocasiones de los 
obispos, sobre todo cuando estos desalojos eran violentos o han ido 
seguidos de detenciones o retiradas de carnet. 

Durante los encierros los trabajadores, en ocasiones, han sido 
visitados por autoridades eclesiásticas como el obispo auxiliar de 
Villaverde que visitó a los obreros de Chrisler que estaban encerra-
dos en la parroquia de la Uva; en otros casos la Policía ha im-
pedido estos encuentros como en el caso del Vicario Episcopal de 
la zona de Santa Coloma de Gramanet. Estos encierros unas veces 
cuentan con el permiso específico de las autoridades eclesiásticas 
y otras con el tácito. En algunas ocasiones contadas la jerarquía se 
ha opuesto al uso de los locales de la Iglesia por parte de los 
trabajadores. 

Durante los últimos acontecimientos laborales también ha habido 
acciones concretas de miembros de la Iglesia que activamente han 
intervenido en la lucha, bien por peticiones específicamente políticas 
como el padre Xirinach pidiendo amnistía o como los dos miembros 
de la Organización Pax Christi que se manifestaron pidiendo la 
libertad del único preso político que quedaba en la cárcel de Tarra-
gona y que posteriormente fueron detenidos; en otros casos su inter-
vención ha sido más específicamente laboral como en el caso del 
padre Casasola —sacerdote obrero de la construcción— que ha sido 
detenido como supuesto participante en un piquete de incitación 
a la huelga. 

Mención aparte merece lo sucedido en los locales de la H. O. A. C. 
de Madrid, donde fueron detenidos un buen número de trabajadores 
que parecían constituir el Comité de Huelga de Madrid, aunque días 
después la H. O. A. C. hizo pública una nota en la que negaba 
que la reunión tuviera como motivo el preparar una huelga general 
política, sino que sus locales están abiertos a los trabajadores como 
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ocurrió en esa fecha, únicamente para que éstos estudiaran sus 
problemas, ya que el permiso de las autoridades para este tipo de 
reuniones es discriminativo y los lugares adecuados para llevarlas 
a cabo —los sindicatos— no los proporcionan, aclarando además 
que mientras persista esta situación la Iglesia seguirá prestando sus 
locales. Días después se presentaron allí miembros de grupos de 
extrema derecha que cometieron una serie de desmanes y destrozos. 

También merece mención especial el que la Comisión Nacional 
de Justicia y Paz, junto con la Iglesia Evangélica en España, la 
Iglesia Reformada Episcopal y el Comité Cristiano Interconfesional 
hayan pedido conjuntamente la plena igualdad de todas las Iglesias 
y confesiones religiosas, la amnistía, la satisfacción de las necesi-
dades de los trabajadores, el reconocimiento práctico de los derechos 
humanos y el reconocimiento legal de la objeción de conciencia. 

De todo lo dicho parece que lo más destacable no sólo por su 
frecuencia como por la importancia que pueda tener ha sido el que 
los trabajadores emplearan los locales de las iglesias para reunirse. 
Este empleo ha sido bastante frecuente desde hace algún tiempo, 
pero normalmente como comportamiento defensivo para llamar la 
atención sobre problemas laborales, no de lucha sino de super-
vivencia. 

El encierro en las iglesias era usado por parados porque no 
tenían trabajo o por grupos más o menos marginados como los 
jubilados o los trabajadores agrícolas, problemas a los que siempre 
ha sido sensible la Iglesia y sus jerarquías. Pero en esta ocasión lo 
que se pretendía era, más que llamar la atención de la población 
sobre problemas de pequeños sectores de trabajadores que no suelen 
ser escuchados de otra forma, el encontrar locales en los que poder 
reunirse para celebrar asambleas y reuniones y donde decidir cómo 
y en qué forma continuar la lucha, y, ya que los sindicatos no 
estaban abiertos a ellos, los trabajadores han acudido a los locales 
de las iglesias, porque la clase obrera y sobre todo sus dirigentes 
son conscientes del apoyo que su lucha encuentra en algunos fieles, 
en algunos párrocos y también en unos pocos obispos (por eso las 
iglesias utilizadas como locales de reunión o lugares de encierro 
suelen ser siempre las mismas). Las iglesias eran el único lugar que 
ofrecían algunas condiciones para que esas reuniones fueran posi-
bles. De hecho lo han sido y en una buena cantidad de ocasiones, y 
parece que mientras el problema no se solucione de otra forma la 
situación va a seguir igual, mientras una buena parte de la Iglesia 
espera que la jerarquía se pronuncie al respecto, y de una forma 
más clara y tajante. 
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Los vecinos 

En esta prueba de fuerza, aunque no como sector fundamental, 
no podía faltar la actividad ciudadana, entendiendo por ésta la 
atcividad de los barrios, de los organismos cívicos de los ayunta-
mientos, etc... 

A nivel general, el enfrentamiento, empieza con las marchas so-
bre las cárceles de las dos primeras semanas de diciembre. Movi-
lizaciones éstas con un gran sentido político, y que responden a 
convocatorias de plataforma y grupos de oposición. Estos llama-
mientos son recogidos por las cabezas de numerosos organismos 
ciudadanos, y por plataformas sindicales de diversos sectores. La par-
ticipación reviste caracteres amplios (en Madrid la fuerza pública 
tiene que recurrir a cortar las líneas de Metro de acceso a la zona 
de Carabanchel, autobuses urbanos, etc.). 

Estas marchas a nivel general demuestran la decisión de la base 
de participar activamente en las luchas por las libertades democrá-
ticas. Esto no quiere decir que no existan importantes diferencias 
entre los distintos grupos que convocan; y entre las personas que 
asisten, sobre el carácter del proceso. 

En la tercera semana de diciembre se pretende estructurar al 
movimiento en torno de los objetivos rupturistas, en este sentido 
tenemos las consignas que lanza la Federación de Asociaciones de 
Madrid: Elecciones municipales, amnistía, carestía de la vida y lega-
lización de los organismos cívicos. 

Junto con este proceso, recogido desigualmente por la base nu-
cleada en los organismos cívicos, se desarrollan en Madrid una serie 
de problemas específicos de los barrios, en los que todos los gru-
pos se vuelcan. 

En el resto de España, el punto unitario de movilización es la 
amnistía, proponiendo como método las manifestaciones, concentra-
ciones y algunas recogidas de firmas. 

Estas acciones se desarrollan fundamentalmente —número de 
veces y masividad— en Vizcaya, Navarra, Guipúzcoa, Barcelona, et-
cétera, donde se lanzan a la calle. 

Mientras, en la primera semana de enero, Madrid no supera en 
cuanto a objetivos globales el marco de las firmas o la discusión 
muchas veces importada desde las cabezas de los organismos, porque 
se encuentra trabajando por problemas específicos, o en «impasse» 
debido a las vacaciones de Navidad. Hay que exceptuar a 
Getafe, 
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donde el 9 de enero de 1976 se manifestaron unas 18.000 personas en 
solidaridad con la lucha obrera. 

En estas acciones, la Policía, en todo momento presente, no inter-
viene. Y esto por dos razones: el carácter pacífico de aquéllas, y las 
instrucciones que tienen las F. O. P. de flexibilizar su postura. Parece 
haber un acuerdo tácito —por parte de ambos grupos— de no trans-
gredir barreras. 

Estos comportamiento de las fuerzas del orden público, son una 
de las guías para ver los giros de la orientación pacífica del Go-
bierno a lo largo del mes. 

En estos primeros días de enero, vemos cómo estas manifesta-
ciones exigen definiciones de las autoridades locales, cómo comisio-
nes se entrevistan con ellas, y cómo de parte de estas autoridades 
empiezan a producirse peticiones de amnistía. 

Hay un aspecto importante en estas peticiones: en todas ellas, 
se añaden coletillas como «lo más amplia posible», «para los deli-
tos de opinión», que recortan de manera ostensible el carácter de 
dicha amnistía. 

Es importante sopesar estas coletillas, estos recortes, porque de-
muestran claramente cómo estas autoridades piden algo que está 
en las declaraciones —no tanto en los propósitos— de los repre-
sentantes más calificados del Gobierno y de la reforma; y que no 
es eso lo que los manifestantes, los familiares de presos, y lo que 
los miembros de base de esos organismos cívicos reclaman desde la 
calle: amnistía para todos los presos políticos sin excepción. 

Las manifestaciones, masivas y continuadas en Vizcaya, Guipúz-
coa, Navarra y Barcelona; las definiciones más o menos tibias por 
parte de autoridades y corporaciones; las permisibilidades de las 
fuerzas del orden; se ven respondidas por el terrorismo ultra, que 
con bombas en locales de asociaciones, despachos parroquiales, apa-
leamientos y amenazas, son noticias en la primera semana del mes. 

Hasta el día 11 de enero, tenemos recogidas —y seguro que no 
las tendremos todas— 21 manifestaciones pro-amnistía todas ellas 
en las provincias anteriormente reseñadas, y en las cuales las fuer-
zas de orden público sólo intervinieron en una ocasión pero con 
contundencia (Bilbao, 4-1-76). Con una participación total de 28.000 
manifestantes. En otras provincias, no se supera en general, el marco 
del escrito. 

En la segunda semana del 11 al 18, el movimiento ciudadano 
en Madrid se mueve en dos frentes: la solidaridad con los traba-
jadores en huelga que, excepto en Getafe, donde los vecinos salen 
a la calle a unirse con los trabajadores, no supera el marco de la 
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colecta o el escrito, aunque estos comportamientos se dan con pro-
fusión con una gran dosis de espontaneidad. Y la lucha por los 
problemas específicos que tienen planteados y que desde tiempo 
antes están abordando. 

Entre semana se producen las manifestaciones de Vitoria (5.000 
personas y la Policía no interviene) y Burgos (3.000 pesonas y contun-
dencia policial), por la amnistía ambas; y la de Hospitalet de Llo-
bregat, que a diferencia de la del día 11 no fue disuelta, y se debía 
a la construcción de la repudiada torre. En Madrid lo hicieron 2.000 
mujeres que además mantuvieron un importante boicot a los mer-
cados. 

El día 18 se producen manifestaciones en el barrio del Progreso 
de Madrid (1.000, fueron disueltos y hubo cuatro detenidos, poste-
riormente puestos en libertad), Bilbao (25.000 según Pueblo, 7.000 
según Nuevo Diario, en la que la Policía carga repetidamente y prac-
tica varias detenciones), Durango (2.000 personas), Pamplona (una 
por la mañana de carácter laboral de unas 1.500 personas, otra por 
la tarde pro-amnistía de más de 2.000; no intervienen las fuerzas de 
orden público), San Sebastián (un herido), Estella (2.000), Pasajes 
de San Pedro y Vergara. 

Vemos cómo a nivel ciudadano también se nota el endurecimiento 
del Gobierno y su reflejo en la actuación de las fuerzas de orden 
público; aunque en este sector no sea tan perceptible como en el 
laboral, y en otras provincias no lo sea tanto como en Madrid tal 
vez por la movilización obrera alcanzada, el miedo a la posibilidad 
de la huelga general y la convocatoria realizada por las plataformas 
rupturistas a manifestarse el día 20 en las Cibeles. En la tercera 
semana, la lucha del barrio madrileño de Orcasitas por el hundi-
miento de las casas, la comisión mixta de estudio del problema 
planteado, y la indignación permanente de la muerte de un niño al 
electrocutarse; las manifestaciones en Moratalaz por la prohibición 
de actos programados; la prohibición por parte del Gobierno Ci-
vil de la manifestación programada para el día 1 de febrero por 
la Federación de Asociaciones de Vecinos de Barcelona en favor de la 
amnistía y con una gran carga política pues pretendía ser una demos-
tración de todo el pueblo de Oteiza de Solana pidiendo la libertad 
de Luis Ciriza, natural del pueblo y condenado a dieciséis años de 
cárcel, junto con la petición de amnistía de la Corporación Muni-
cipal; la prohibición del acto organizado por la Asociación de Veci-
nos del barrio barcelonés de Nueve Barrios contra la violencia de 
extrema derecha y la manifestación de más de 1.000 vecinos como 
protesta por ello;  las manifestaciones de Santa Coloma de Grama- 
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net, Tarrasa y Amorebieta (ocho detenidos, de los que fueron puestos 
en libertad a las pocas horas seis de ellos), son, junto con la mani-
festación convocada por la oposición rupturista en Madrid y que 
pese a los 25.000 manifestantes que intentaron participar, quedó 
por debajo de las previsiones, son los hechos más destacados de la 
tercera semana de enero. 

Se puede apreciar en esta semana una disminución en número 
de las luchas ciudadanas, y un endurecimiento superior del Go-
bierno. 

La cuarta semana nos sigue mostrando un relativo repliegue del 
movimiento ciudadano a nivel de base sobre sus problemas especí-
ficos, con prohibiciones masivas de actos (con la excepción de la 
asamblea convocada en el barrio del Progreso) y con prohibiciones 
de manifestaciones de la oposición en Valladolid, Sevilla, Santa Cruz 
de Tenerife, Málaga, etc. 

El mes se salda así con un recrudecimiento del Gobierno, un 
repliegue de los organismos de base sobre sus problemas concretos, 
una ausencia de movilización en la calle, etc... 

Pero también aquí, en el sector ciudadano hay elementos que 
permiten observar un cierto escalonamiento de la lucha aunque no 
de forma tan clara como en el sector laboral. 

No parece que el sector ciudadano, difícil de ver en la teoría 
como sector autónomo e independiente de la clase obrera, en la 
práctica lo haya sido. 

Los profesionales 

Partiendo de su condición de profesionales, han sido numerosos 
sus escritos y peticiones de cara principalmente a la amnistía y a 
la necesidad de conceder libertades democráticas. Con respecto a la 
conflictividad específicamente laboral nos encontramos con una 
asamblea en el Instituto de Ingenieros Civiles en Madrid en la que 
se estudiaron los problemas concretos de Standard y se solidari-
zaron con la lucha obrera. 

Por su parte hay diversas pugnas internas en algunos Colegios 
Profesionales pero por cuestiones de índole política y no laboral, 
salvo en el caso concreto del conflicto en la rama de la enseñanza, 
y los problemas de sindicación que plantean los médicos. 

Como va siendo habitual se han producido diversas detenciones 
y multas de abogados laboristas. 
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